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“LA MOTIVACIÓN DE LAS DECISIONES DISCIPLINARIAS COMO 
PRESUPUESTO DE LEGALIDAD” 
 
 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
¿El principio de motivación en el marco jurídico del Código Disciplinario 
























El avance doctrinario, jurisprudencial y legislativo de nuestro derecho 
disciplinario, permite afirmar que no puede seguirse concibiendo como un 
conjunto de formalismos y ritualidades desligadas del derecho material, que 
lo erige como un régimen de garantías materiales del derecho de tutela 
judicial efectiva, máximo cuando está destinado a disciplinar la conducta de 
los servidores públicos y/o particulares que desempeñan funciones públicas, 
responsables de alcanzar el cumplimiento de los fines del Estado; 
constituyéndose en una las más importantes manifestaciones del ius 
puniendi estatal, cuya característica esencial es el poder de coerción, que ha 
de ser ejercido por el Estado, en cumplimiento de una función pública 
disciplinaria, de competencia reglada, derivada de la existencia de una 
relación de sujeción especial.  
 
Siendo así como en atención a esa trascendencia, la función pública 
disciplinaria tiene su origen en la Constitución Política, que en su artículo 6º, 
prevé la cláusula general de responsabilidad, cuando dispone: “los 
particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y 
por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”; es decir siendo 
el régimen disciplinario de naturaleza constitucional, conlleva una actuación 
procesal que debe ejercerse en el marco de los principios previstos en el 
artículo 209 de la Carta Política.  
 
Por lo anterior, debe ser la autoridad disciplinaria la primera llamada a 
respetar el debido proceso como máximo principio constitucional que 
desarrolla la manifestación del Estado Democrático,  toda vez que como lo 
define la Corte Constitucional en sentencia C–030 de 2012, el derecho 
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disciplinario constituye el derecho-deber que comprende el conjunto de 
normas, sustanciales y procedimentales, en virtud de las cuales el Estado 
asegura la obediencia, la disciplina y el comportamiento ético, la moralidad y 
la eficiencia de los servidores públicos, con miras a asegurar el buen 
funcionamiento de los diferentes servicios a su cargo, exigiéndoles actuar 
dentro del marco legal que rige el ejercicio de sus deberes funcionales sin 
que les sea permitido realizar una aplicación extensiva o por vía analógica, 
sino que sus decisiones deben estar precedidas de una argumentación y 
fundamentación factico jurídica. 
 
Argumentación y fundamentación que desarrollan los principios de motivación y 
publicidad, que buscan que se obre con absoluta lealtad y buena fe de quienes 
intervienen en la actuación, generando una obligación a cargo de la 
Administración, de expresar las razones de sus decisiones, consignando las 
circunstancias fácticas y jurídicas que justifiquen su emisión; motivación que 
debe referirse tanto a los hechos como a las consideraciones de derecho que 
le sirven de fundamento, garantizando así, principalmente, el derecho 
fundamental al debido proceso que le asiste a todo sujeto investigado 
disciplinariamente y, observando además, que las decisiones disciplinarias 
como actos administrativos necesariamente tienen un móvil o motivo 
determinante para su expedición, esto es, ha estado precedido de unas 
circunstancias de hecho y de derecho que deben incluirse dentro del texto 
del acto. Así, la motivación del acto administrativo se convierte en un 
elemento fundamental para determinar las causas que impulsaron a la 
administración a manifestar su voluntad, reduciendo, por consiguiente, la 
discrecionalidad de sus decisiones, y exigiendo una valoración probatoria 
integral; situación que extiende la protección de los derechos del disciplinado 
a que una vez expedida la decisión final de la actuación disciplinaria pueda 
tener un control judicial integral.  
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Es por ello, como se estudia en el presente trabajo, la motivación es un 
requisito de validez del acto jurídico de decisión disciplinaria, de lo contrario 
sería una decisión no motivada, que viola los principios de publicidad, 
contradicción, de defensa y, por ende, el de debido proceso, que se traducen 
en el derecho que tienen los sujetos procesales de conocer los supuestos 
fácticos, las razones probatorias concretas y los juicios lógicos sobre los 
cuales la autoridad disciplinaria construye su decisión, lo que le permitirá 
ejercer un control sobre el proceso e identificar los puntos que son motivo de 
discordia, evitando con ello el desapego al derecho, en cuyo límite se 
encuentra la razón de ser del principio de legalidad, como exigencia propia 
del Estado Social de Derecho, consagrado a partir del artículo 1º de la 
Constitución Política de Colombia.  
 
Lo anterior, impulsa el presente trabajo que se ocupa del estudio de los 
diferentes temas referenciados en esta introducción, con los que se busca 
determinar que el principio de motivación en el marco jurídico del Código 
Disciplinario Único hoy Código General Disciplinario1, sí es garantía de 
protección de los principios constitucionales de la función pública, para que 
no se estuviera en presencia de un poder ejercido en forma arbitraria, 
sometiendo a la autoridad disciplinaria a los principios de legalidad, división 
de poderes, control judicial integral bajo un proceso justo u equitativo, como a 
la protección de los derechos fundamentales del servidor público titular de 
función administrativa.  
 
                                   
1 Código General Disciplinario expedido mediante la ley 1952 del 29 de enero del año 2019 
por medio de la cual se deroga el Código Único Disciplinario, conservado la exigencia de 
observancia de los principios y normas rectoras del derecho disciplinario. Código General 
Disciplinario, que en virtud de la ley 1955 de fecha 25 de mayo del año 2019 – Diario Oficial 
50.964, su entrada en vigencia se prorrogó hasta el 1º de julio del año 2021. 
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1.1 LA OBLIGACIÓN DE EXPOSICIÓN DE LAS RAZONES QUE LLEVAN 
A LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN COMO LÍMITE A LA 
ARBITRARIEDAD Y ABUSO DEL EJERCICIO DEL PODER 
DISCIPLINARIO. 
 
La doctrina y Jurisprudencia de la Corte Constitucional2 han puesto de 
manifiesto que la potestad disciplinaria3 es una de las más importantes 
manifestaciones del ius puniendi estatal, entendiendo a este como el medio 
para la obtención de las finalidades estatales, cuya característica esencial es 
el poder de coerción4, que ha de ser ejercido por el Estado, en cumplimiento 
de una función pública disciplinaria, de competencia reglada, derivada de la 
existencia de una relación de sujeción especial.  
 
                                   
2 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-028 (26 de enero de 2006). MG. Humberto 
Antonio Sierra Porto. 
3 HERNANDEZ MEZA, Nelson. Las consecuencias disciplinarias del desconocimiento del 
precedente judicial en Colombia. Bases teóricas de una propuesta en construcción. 1ª 
Edición. Colombia, Instituto Colombiano de Derecho Disciplinario. Ediciones Nueva Jurídica. 
INSTITUTO COLOMBIANO DE DERECHO DISCIPLINARIO. EDICIONES NUEVA 
JURÍDICA. Primera Edición 2012. Impreso en Colombia. p. 101 a 102 – 2.2.2.1. La potestad 
disciplinaria de la administración Esta es identificada en la doctrina nacional [Nota pie de 
página 181. Véase: GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Ob. Cit., p. 51-62; MOLANO 
LÓPEZ, Mario Roberto. Ob. Cit. P. 104 – 106; FORERO SALCEDO, José Rory Ob. Cit., p. 
103 – 152], como aquella que el Estado puede ejercer en virtud de la existencia previa de 
una relación de sujeción especial. La cual, determinará la aplicación del disciplinario como 
sub especie del derecho sancionador del Estado, e identificara a los destinatarios de la 
misma, pues su aplicación no está dada por ostentar la calidad de servidor público, sino por 
tener deberes especiales de que habla esta figura para con el Estado, como es el caso de 
los particulares que manejan dineros públicos, los interventores de contratos estatales, los 
particulares que prestan funciones públicos y los indígenas [GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos 
Arturo. Ob. Cit., p. 51-62]. 
4 MEJÍA OSSMAN, Jaime. Derecho Disciplinario Sustancial, Ley 1952 de enero 28 de 2019. 
2da Edición. Colombia: Ediciones Doctrina y Ley. 2019.  
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En ese sentido, la potestad disciplinaria ha sido diseñada con el propósito 
fundamental de prevenir y sancionar aquellas conductas que atentan contra 
el cabal cumplimiento de los deberes a cargo de los servidores públicos o 
particulares que ejercen la función pública, así como aquellas que 
obstaculizan el adecuado funcionamiento de la administración pública.   
 
Se trata, entonces, de un poder jurídico que tiene como finalidad el recto 
ejercicio de la función pública5, por parte de los servidores públicos y 
particulares6, titulares de la misma, quienes deben ejercerla dentro de un 
marco legal, constitucional y reglamentario; corrigiendo, por tanto, a quienes 
en el desempeño de la función pública contraríen los principios de moralidad, 
eficiencia, transparencia, economía, entre otros, que necesariamente deben 
orientar su actividad.  
 
La Función pública disciplinaria tuvo génesis en la Constitución Política, 
cuando en su artículo 6º, cláusula general de responsabilidad, dispone: “los 
particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y 
por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”.  Norma 
constitucional que sirve de sustento no sólo al régimen de responsabilidad 
disciplinario, sino también a los diferentes controles de orden administrativo 
sancionatorio, penal, fiscal, etc., que se configuran, igualmente, entre otros 
propósitos, para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones 
públicas. 
 
Tal régimen de responsabilidad, de naturaleza constitucional, conlleva una 
actuación procesal disciplinaria que debe ejercerse en el marco de los 
principios previstos en el artículo 209 de la Carta Política, que dispone:  
                                   
5 Constitución Política de 1991, Artículo 29. 
6 Código General Disciplinario. Artículo 70. 
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“La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las 
autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración 
pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá 
en los términos que señale la ley”.  
 
Adicional a ello, la precitada cláusula de responsabilidad general se integra 
con el artículo 123 de la Carta Magna, que consagra que los servidores 
públicos están al servicio del Estado y de la comunidad, y ejercerán sus 
funciones en la forma prevista en la Constitución, la ley y el reglamento; es 
así como con el artículo 124 de la Constitución Política, en el cual el 
Constituyente estableció que la ley determinaría la responsabilidad de los 
servidores públicos y la manera de hacerla efectiva; premisa que ha sido 
enfatizada por la Corte Constitucional, en sentencia C- 37 de 1993, cuando 
previó que la legitimización del acto se obtiene por medio de la autorización 
legal7, y como lo sostiene la doctrina8 cuando expresa que: 
                                   
7 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–37 (19 de agosto de 1993). MP. Vladimiro 
Naranjo Mesa: “Lo anterior equivale a dar por sentado que mientras los particulares pueden 
hacer todo aquello que no les esté expresamente prohibido por la Constitución y la ley, los 
funcionarios del Estado tan sólo pueden hacer lo que estrictamente les está permitido por 
ellas. Y es natural que así suceda, pues quien está detentando el poder necesita estar 
legitimado en sus actos, y esto opera por medio de la ley. 
Es a todas luces contrario al principio señalado, suponer que al no estar algo expresamente 
prohibido, bien sea para el legislativo, o para cualquier otra rama del poder público, sus 
integrantes pueden hacerlo, porque esta prerrogativa es exclusiva de los particulares. Los 
servidores públicos tan sólo pueden realizar los actos previstos por la Constitución, las leyes 
o los reglamentos y no pueden, bajo ningún pretexto, improvisar funciones ajenas a su 
competencia. Esto, como una garantía que la sociedad civil tiene contra el abuso del poder 
por parte de aquellos servidores. Es una conquista que esta Corporación no puede soslayar, 
no sólo por el esfuerzo la humanidad tuvo que hacer para consagrarla efectivamente en los 
textos constitucionales, sino por la evidente conveniencia que lleva consigo, por cuanto es 
una pieza clave para la seguridad del orden social justo y para la claridad en los actos que 
realicen los que detentan el poder en sus diversas ramas. 
La inversión del principio es contraproducente desde todos los puntos de vista: desde el 
constitucional, porque extendería al servidor público una facultad connatural a los 
particulares, con lo cual introduce un evidente desorden, que atenta contra lo establecido en 
el preámbulo de la Carta y en el artículo 2º de la misma; también desde el punto de vista de 
la filosofía del derecho, por cuanto no es proporcionado otorgar al servidor público lo que 
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“773. El principio de la legalidad se estructura en el cabal sometimiento 
de la administración y de sus actos a los principios, normas y valores 
superiores – sujeción al sistema del ordenamiento jurídico - previamente 
proferidas como garantía ciudadana y para la estabilidad estatal. 
Debemos agregar a lo anterior que la legalidad así entendida no es un 
simple presupuesto de la actuación administrativa; todo lo contrario, en 
nuestro concepto, la legalidad de los actos se proyecta tanto en su 
procedimiento formativo como en la vigencia plena de los mismos9. Se 
caracteriza de manera consecuente por su naturaleza previa, 
concomitante y subsiguiente a la manifestación del órgano 
administrativo.10 
 
Desarrollo constitucional que también se puede evidenciar en el artículo 122, 
en el cual se consagra que en Colombia no habrá empleo que no tenga 
funciones detalladas en la ley o en el reglamento; de lo cual se desprende 
que en caso de inobservancia de las disposiciones consagradas en la ley o 
en el reglamento, los funcionarios podrían ser objeto de control disciplinario. 
En consonancia a ello, dicha norma establece además que el funcionario, 
previo a la posesión de su cargo e inicio de la ejecución de sus funciones, 
debe manifestar bajo la gravedad de juramento el compromiso de cumplir la 
Constitución, la ley y los reglamentos; formalidad que supone el deber de 
obrar conforme a los lineamientos dispuestos para el ejercicio de la función 
pública o para la prestación del servicio público al cual se compromete, por lo 
que, en atención a tal compromiso y en observancia del principio de 
legalidad, se le puede exigir al funcionario la conformidad de sus actuaciones 
con el deber ser establecido en la Constitución, la ley y los reglamentos, so 
pena de ser objeto de reproche disciplinario.  
                                                                                                    
está adecuado para los particulares; y desde el punto de vista de la conveniencia, resulta 
contraproducente permitir la indeterminación de la actividad estatal, porque atenta contra el 
principio de la seguridad jurídica que es debido a la sociedad civil”  
8 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Compendio de Derecho Administrativo. 
Universidad Externado de Colombia, 1ª ed. Bogotá, 2017, p. 350–351. 
9 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–1436 de 2000. Citado por SANTOFIMIO 
GAMBOA, Jaime Orlando. Compendio de Derecho Administrativo. Universidad Externado de 
Colombia. Primera ed. Bogotá, 2017, p. 350–351. 
10 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Tratado de Derecho Administrativo, T. I, Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2003, p. 365 y ss.; cfr. Igualmente, t. II Bogotá, 
Universidad Externado de Colombia, 2003, p. 37 y ss. 
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En ese sentido, y como consecuencia de la inobservancia de los deberes a 
cargo de los servidores públicos, el artículo 125 de la Constitución consagró 
como una de las causales de su retiro la violación del régimen disciplinario, lo 
cual resulta una evidencia clara de la existencia de la potestad disciplinaria y 
su carácter esencial en el cumplimiento de las finalidades estatales. 
  
Así las cosas, en observancia del referido desarrollo constitucional, quien 
ostenta la competencia funcional disciplinaria ejercida por el Estado11, previo 
el cumplimiento de un debido proceso12, debe “garantizar la buena marcha y 
el buen nombre de la administración pública, así como asegurar a los 
gobernados que la función pública sea ejercida en beneficio de la comunidad 
y para la protección de los derechos y libertades de los asociados”13, y así lo 
ha analizado el doctrinante Jaime Mejía Ossman14, cuando expone que:  
 
“La potestad disciplinaria comporta la exigencia para quienes ostenten la 
condición de jueces naturales disciplinarios, de cumplir los principios, 
fines y funciones del Estado contenidos en los artículos 2 y 209 de la 
Constitución Política, con el propósito de garantizar que quienes ejerzan 
funciones públicas, lo hagan con estricta disciplina; impecable ética en el 
servicio; delicadeza en el manejo de los bienes y dineros públicos, de tal 
manera que los derechos de los asociados se preserven, así como se 
resguarden y protejan el interés general y la buena marcha de la 
administración”.  
 
Agregando, en ese sentido15, que:  
 
“Para que el Estado pueda ejercer su potestad disciplinaria, la rama 
legislativa del poder público lo ha dotado de herramientas (normas 
positivas), con las cuales controla que los deberes de quienes ejerzan, 
                                   
11 Constitución Política de 1991, Artículo 277. 
12 Ibíd., Artículo 29. 
13 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–280 (25 de junio 25 de 1996). MP. Alejandro 
Martínez Caballero. Citada por MEJÍA OSSMAN, Jaime. 2019. Derecho Disciplinario 
Sustancial. Ley 1952 de enero 28 de 2019. Capítulo II, p. 134. 2da. Ed. Bogotá, D.C. 
Colombia, Ediciones Doctrina y Ley.  
14 MEJÍA OSSMAN, Jaime. Derecho Disciplinario Sustancial. Ley 1952 de enero 28 de 2019. 
Capítulo II (p. 144-145). 2da. Ed. Bogotá, Colombia: Ediciones Doctrina y Ley. 2019.  
15 Ibíd., p. 145. 
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en su nombre, funciones inherentes a su soberanía, no se desvíen de 
los linderos trazados por la Carta Política de 1991, tal como lo señaló al 
inicio de este numeral. 
 
Esas normas positivas conducen a prevenir o sancionar modelos de 
comportamientos que afecten el orden administrativo; la moralidad 
pública; las cargas de eficacia, eficiencia, transparencia, armonía, 
disciplina y la correcta prestación de los servicios, ofreciendo altas dosis 
de efectos punitivos, que revestidos del principio de legalidad, y a través 
de una investigación justa y respetuosa del debido proceso, permitan 
imponer sanciones proporcionales a los procederes que contraríen los 
ya mencionados principios, fines y funciones del Estado. 
 
De lo anterior se desprende, entonces, que la potestad disciplinaria 
guarda estrecha relación de causa a efecto con la norma positiva, 
disposición que le permite instrumentalizar su poder y concretar los 
mecanismos sancionatorios para que no se afecte la buena imagen de la 
administración y consecuencialmente sus principios, fines esenciales y 
la función llamada a cumplir para satisfacer los intereses sociales”  
 
Para asegurar el cabal cumplimiento de los deberes y obligaciones 
impuestos a los servidores públicos y particulares que ejerzan dichas 
funciones y la consecuente imposición de las sanciones a que haya lugar, en 
caso de inobservancia de aquellos, la Constitución Política de Colombia 
entregó la Competencia disciplinaria, con poder preferente, a la Procuraduría 
General de la Nación16 y, legalmente a las Oficinas de Control Interno 
                                   
16 Constitución Política de 1991, Artículo 277: “El Procurador General de la Nación, por sí o 
por medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones:  
1. Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos 
administrativos.  
2. Proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el auxilio del Defensor del 
Pueblo.  
3. Defender los intereses de la sociedad.  
4. Defender los intereses colectivos, en especial el ambiente.  
5. Velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas. 
6. Ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones 
públicas, inclusive las de elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; 
adelantar las investigaciones correspondientes, e imponer las respectivas sanciones 
conforme a la ley.  
7. Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea 
necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y 
garantías fundamentales.  
8. Rendir anualmente informe de su gestión al Congreso.  
9. Exigir a los funcionarios públicos y a los particulares la información que considere 
necesaria.  
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Disciplinario de las Entidades Públicas17-18, dotándolas de instrumentos 
necesarios para su ejercicio, como son el Código Disciplinario Único 
consagrado en la Ley 734 del 5 de febrero del año 2002 derogado por el 
Código General Disciplinario, expedido por la Ley 1952 de fecha 28 de enero 
del año 2019. 
 
Contexto normativo que desarrolla los factores que estructuran la 
responsabilidad disciplinaria, ello es la ilicitud sustancial, la culpabilidad y el 
principio de legalidad, este último actual y concretamente previsto en el 
artículo 4º del Código Disciplinario Único, en los siguientes términos: “El 
servidor público y el particular en los casos previstos en este código sólo 
serán investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos 
que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su 
realización”, como igualmente en el artículo 4º del Código General 
Disciplinario, cuando reza: “Los destinatarios de este código solo serán 
investigados y sancionados disciplinariamente por comportamientos que 
estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización. La 
preexistencia también se predica de las normas complementarias. La labor 
de adecuación típica se someterá a la aplicación de los principios de 
especialidad y subsidiariedad”. 
                                                                                                    
10. Las demás que determine la ley.  
Para el cumplimiento de sus funciones la Procuraduría tendrá atribuciones de policía judicial, 
y podrá interponer las acciones que considere necesarias.”  
17 Ley 734 (5 de febrero de 2002). Código Disciplinario Único, Art. 2: “Titularidad de la 
potestad disciplinaria. El Estado es el titular de la potestad disciplinaria. 
18 Ley 1952 (28 de enero de 2019). Código General Disciplinario, Art. 2: “Titularidad de la 
potestad disciplinaria y autonomía de la acción. El Estado es el titular de la potestad 
disciplinaria. 
Sin perjuicio del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de la Nación y de 
las Personerías Distritales y Municipales, corresponde a las oficinas de control disciplinario 
interno y a los funcionarios con potestad disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del 
Estado, conocer de los asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de sus 
dependencias. 
El titular de la acción disciplinaria en los eventos de los funcionarios y empleados judiciales, 
los particulares y demás autoridades que administran justicia de manera temporal y 
permanente es la jurisdicción disciplinaria. 
La acción disciplinaria es independiente de cualquiera otra que pueda surgir de la comisión 
de la falta.” 
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Principio de legalidad, revestido de una connotación especial y diferente a los 
decantados por otras manifestaciones del ius puniendi del Estado, que se 
traduce en la tipicidad de las conductas disciplinables, tal como lo prevé el 
Consejo de Estado19:  
 
“En cuanto a la tipicidad la ley determina que el operador disciplinario 
debe: 1) identificar la conducta del sujeto disciplinable (imputación 
fáctica) y analizarla jurídicamente (imputación jurídica) a efectos de 
establecer si: i) constituye infracción de una norma de comportamiento, 
esto es si generó: a) una infracción a un deber, b) infracción a una 
obligación o c) una extralimitación de funciones previamente 
establecidas en la constitución, la ley o el reglamento, y ii) si ésta de 
conformidad con la “clasificación de las faltas” (gravísima, grave o leve), 
constituye una falta disciplinaria atendiendo a un listado taxativo – para 
las faltas gravísimas – y a unos “criterios de gravedad o levedad para las 
faltas graves y leves”. 20 
 
Situación jurídica que, tal como lo ha explicado por López Gutiérrez21, 
supone que: 
 
“Lo anterior, nos lleva a concluir que en materia disciplinaria, solo es 
posible la apertura de investigación disciplinaria, la formulación de 
cargos y una sanción cuando el comportamiento reprochado por el 
operador disciplinario esté descrito en la Ley como falta, de manera 
expresa o derivado del incumplimiento de deberes, extralimitación en el 
ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen 
de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de 
intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 
exclusión de responsabilidad contempladas en la Ley disciplinaria”.  
 
Sobre ese principio de legalidad, como lo ha expresado el doctrinante Nelson 
Hernández Meza22, descansa la actuación de la autoridad disciplinaria, que 
                                   
19 Código Disciplinario Único. Artículo 23.  La falta disciplinaria. Código General del Proceso. 
Artículo 26. La falta disciplinaria. 
20 CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda, Sub Sección B. Sentencia del 01 de junio de 
2017, proceso radicado No. 110010325000201300872-00 (1861-2013). MP. Sandra Lisset 
Ibarra Vélez. 
21 LÓPEZ GUTIÉRREZ, Jaime Andrés. Aspectos generales del derecho disciplinario en 
Colombia – el debido proceso en el procedimiento disciplinario – Ley 1952 de 2019 – Código 
General del Proceso. Grupo Editorial Ibáñez, 2019. p. 43.  
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en consonancia con su naturaleza, es reglada y cuenta con unos límites, que 
le exigen una fundamentación y argumentación factico jurídica estrictas, y 
que en consecuencia, ha de ser entendido, como bien lo dice la Corte 
Constitucional en  la Sentencia C-028 de 2016, “como una expresión de 
racionalización del ejercicio del poder, esto es, como el sometimiento de las 
actuaciones de quienes desempeñan funciones públicas a norma previa y 
expresa que las faculten”.  
 
El alcance del principio de legalidad supone, por tanto, el desarrollo del 
principio de motivación previsto en el artículo 19 del Código Disciplinario 
Único, como en el artículo 19 del Código General Disciplinario, que disponen 
que Toda decisión de fondo deberá motivarse.   
 
Sobre el concepto de motivación de los actos administrativos disciplinarios, el 
Consejo de Estado, en sentencia del 7 de febrero del año 201923, retomando 
la sentencia de Unificación SU 250 de 1998 de la Corte Constitucional, 
explicó: 
                                                                                                    
22 HERNÁNDEZ MEZA, Nelson. Las consecuencias disciplinarias del desconocimiento del 
precedente judicial en Colombia, bases teóricas de una propuesta en construcción. 1ra 
Edición 2012. Instituto Colombiano De Derecho Disciplinario. Ediciones Nueva Jurídica.  
Al referirse a la iniciación e instrucción de la actuación disciplinaria, manifiesta: “En esta 
segunda fase, al investigado podrán limitársele sus derechos fundamentales, en virtud a la 
relación de sujeción especial con el Estado, mientras que la autoridad que detenta esta 
potestad deberá realizar esta función con estricto apego al principio de legalidad; sin que 
esta función, en ningún caso, sea entendida como una retaliación del estado constitucional, 
pues la misma debe ser expresión de la justicia disciplinaria bien administrada (…). 
Ahora la realización de la función disciplinaria conforme a la ley, implica la sumisión de la 
autoridad disciplinaria y del instructor el proceso disciplinario a la noción de “bloque de 
legalidad” (…), que no da espacio alguno a la permisión de la arbitrariedad, pues desde esta 
perspectiva se entiende que la administración tiene una vinculación positiva al ordenamiento 
jurídico, que sólo la autoriza hacer lo que expresamente está prescrito  en este; 
consecuencia de lo cual se extrae, que al ser la función disciplinaria jurídificada y  
constitucionalizada dentro del Estado Constitucional, Social y Democrático de Derecho, la 
autoridad investida de la función disciplinaria, no puede ser arbitraria en el ejercicio de la 
función disciplinaria, pues debe realizar esta función garantizando el debido proceso de los 
investigados, sin margen alguno a la arbitrariedad o capricho”.  
23 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección “A”. (7 de febrero de 2019) Radicación No. 76001-23-33-000-2013-00230-01 
(1007-4). CP. Gabriel Valbuena Hernández. 
10 
“(…) es necesario indicar que los actos administrativos en su contenido 
se distinguen por sus elementos, a saber: los sujetos, objeto, causa o 
motivo, finalidad, formalidad y mérito. En relación con la motivación, la 
jurisprudencia constitucional, ha explicado en detalle su significado, en 
los siguientes términos:  
 
«La motivación responde al principio de publicidad, entendiendo por tal 
la instrumentación de la voluntad como lo enseña AGUSTÍN GORDILLO 
quien resalta su importancia así:  
 
"La motivación del acto, contenida dentro de lo que usualmente se 
denomina "los considerandos" del acto, es una declaratoria de cuáles 
son las circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a la 
emanación, o sea los motivos o presupuestos del acto; constituye, por lo 
tanto, la fundamentación fáctica y jurídica con que la administración 
entiende sostener la legitimidad y oportunidad de la decisión tomada y 
es el punto de partida para el juzgamiento de esa legitimidad. De la 
motivación sólo puede prescindirse en los actos tácitos, pues allí no hay 
siquiera una manifestación de voluntad; salvo en ese caso, ella es tan 
necesaria en los actos escritos como en los actos verbales.  
 
Por tratarse de una enunciación de los hechos que la administración ha 
tenido en cuenta, constituye frente a ella un "medio de prueba en verdad 
de primer orden", sirviendo además para la interpretación del acto»24.”  
 
Principio que, tal como lo ha estimado el profesor Hugo Alberto Marín 
Hernández25, desarrolla los demás principios y normas rectoras de la ley 
                                   
24 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU-250 (26 de mayo de 1998). MG. Alejandro 
Martínez Caballero. Citado por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Segunda, Subsección “A”. (7 de febrero de 2019) Radicación No. 76001-23-33-000-
2013-00230-01 (1007-4). CP Gabriel Valbuena Hernández. 
25 MARÍN HERNÁNDEZ, Hugo Alberto. Discrecionalidad Administrativa. 2012. p. 788–789. 
2da. Reimpresión. Colombia: Universidad Externado de Colombia: (…) está plenamente 
consolidado en la jurisprudencia colombiana el control jurisdiccional de los actos 
administrativos – no solamente de aquellos que se hubieren proferido en ejercicio de 
facultades regladas de la Administración, sino también de los que sean producto de la 
actuación de potestades discrecionales -, tanto recurriendo a la proscripción de aquellas 
decisiones que contraríen alguno o algunos de los mencionados valores superiores, como 
también “en cuanto estos (actos administrativos) puedan resultar violatorios de principios 
como el de la razonabilidad, la motivación seria y veraz, los fines de interés general o del 
buen servicio y la buena fe, en suma, de cualquiera de los principios generales del Derecho 
a los que hiciéramos referencia en la primera parte de los que asiduamente echan mano los 
tribunales, por ejemplo al sostener: … la excelencia en la gestión […] se logra mediante la 
igualdad, la moralidad, la eficacia, la celeridad, la economía, la imparcialidad y la publicidad 
en la actuación estatal, todo ello inscrito en una actitud de servicio a la comunidad por parte 
de los funcionarios. Ello está contenido en los artículos 209 y 123 de la Constitución como 
parámetro específico de la función administrativa, y en forma genérica en el artículo primero, 
en cuanto consagra la prevalencia del interés general, así como en el artículo segundo, en la 
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disciplinaria, como son el debido proceso, presunción de inocencia, derecho 
de defensa, el reconocimiento de la dignidad humana, la titularidad de la 
potestad disciplinaria y autonomía de la acción, la proporcionalidad y 
razonabilidad de la sanción disciplinaria, igualdad, favorabilidad, ilicitud 
sustancial, culpabilidad, investigación integral, cosa juzgada disciplinaria, 
gratuidad de la actuación disciplinaria, celeridad de la actuación disciplinaria, 
congruencia, cláusula de exclusión de prueba obtenida con violación de los 
derechos y garantías fundamentales, prevalencia de los principios rectores e 
integración normativa, así como los fines del proceso y la sanción 
disciplinaria. Principios y normas rectoras que desarrollan el artículo 29 de la 
Constitución Política.26 
 
En consecuencia a ello, el artículo 9727 del Código Disciplinario Único y el 
artículo 11728 del Código General Disciplinario establecen que todas las 
decisiones interlocutorias y los fallos que se profieran en el curso de la 
actuación deben motivarse y, por su parte el artículo 170 del Código 
                                                                                                    
medida en que establece que es fin esencial del Estado garantizarla efectividad de los 
principios, derechos y deberes” (Corte Constitucional, Sentencia C– 449 de 1992. Ref.: 
Proceso n. “D-033- Norma acusada: artículo 33 (parcial) de la ley 9ª de 1991, MP. Alejandro 
Martínez Caballero, actor: Jorge Arango Mejía. 
26 Constitución Política de 1991, Artículo 29: “El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de 
la plenitud de las formas propias de cada juicio. 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la hay declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido 
por él o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su 
contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho. 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.” 
27 “Artículo 97. Salvo lo dispuesto en normas especiales de este código todas las decisiones 
interlocutorias y los fallos que se profieren en el curso de la actuación deberán motivarse 
(…)”. 
28 “Artículo 117. Salvo lo dispuesto en normas especiales de este código todas las 
decisiones interlocutorias y los fallos que se profieren en el curso de la actuación deberán 
motivarse (…)”. 
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Disciplinario Único29 y el artículo 231 del Código General Disciplinario30, 
definen los requisitos que debe contener un fallo disciplinario, en desarrollo 
del presupuesto de motivación; cuya inobservancia puede generar la 
configuración de la causal de nulidad de la decisión disciplinaria, que ostenta 
la condición de acto administrativo. 
 
Y así lo prevé el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, cuando en sus artículos 137 y 138 establece que procederá la 
nulidad de los actos administrativos, cuando hayan sido expedidos con 
infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en 
forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o 
mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de 
quien los profirió, recordando así que son requisitos de validez de los actos 
administrativos: la competencia, objeto licito, que se sujeten a las normas en 
que deben fundarse y que se expidan con observancia del principio del 
debido proceso y audiencia. 
                                   
29Artículo 170. CONTENIDO DEL FALLO. El fallo debe ser motivado y contener: 
1. La identidad del disciplinado. 
2. Un resumen de los hechos. 
3. El análisis de las pruebas en que se basa. 
4. El análisis y valoración jurídica de los cargos, de los descargos y de las alegaciones 
que hubieren sido presentadas. 
5. El análisis de la ilicitud del comportamiento. 
6. El análisis de la culpabilidad. 
7. La fundamentación de la calificación de la falta. 
8. Las razones de la sanción o de la absolución y 
9. La exposición fundamentada de los criterios tenidos en cuenta para la graduación de 
la sanción y la decisión de la parte resolutiva.”  
30 Artículo 231. CONTENIDO DEL FALLO. El fallo debe constar por escrito y contener: 
1. La identificación del disciplinado. 
2. El resumen de los hechos. 
3. El análisis de las pruebas en que se basa. 
4. El análisis y valoración jurídica de los cargos, de los descargos y de las 
alegaciones que hubieren sido presentadas. 
5. El análisis de la ilicitud del comportamiento. 
6. El análisis de la culpabilidad. 
7. La fundamentación de la calificación de la falta. 
8. Las razones de la sanción o de la absolución y 
9. La exposición fundamentada de los criterios tenidos en cuenta para la 
graduación de la sanción y la decisión de la parte resolutiva.” 
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Concretamente y para nuestro estudio debemos recordar que la nulidad por 
falta de motivación ha sido ampliamente explicada por el Consejo de Estado, 
bajo la figura de la expedición irregular del acto, en el siguiente sentido:  
 
“Ahora, con respecto a la motivación de las providencias debemos 
precisar que se trata de un deber que tienen todas las autoridades de 
expresar las razones que conducen a la toma de una determinada 
decisión o a la expedición de un acto, en efecto, la motivación de las 
decisiones judiciales y administrativas se proyecta como una 
manifestación y garantía del derecho fundamental al debido proceso que 
prevé el artículo 29 constitucional”. 31 
 
"La motivación de un acto implica que la manifestación de la 
administración tiene una causa que la justifica y debe obedecer a 
criterios de legalidad, certeza de los hechos, debida calificación jurídica 
y apreciación razonable; los motivos en que se instituye el acto deben 
ser ciertos, claros y objetivos. Los motivos del acto administrativo deben 
ser de tal índole, que determinen no sólo en la expedición de un acto 
administrativo sino su contenido y alcance; la motivación debe ser clara, 
puntual y suficiente, hasta tal punto que justifique la expedición de los 
actos y que suministre al destinatario las razones de hecho y de derecho 
que inspiraron la producción de los mismos. En cuanto a la falta de 
motivación, la Sala recuerda que este cargo se denomina técnicamente 
expedición en forma irregular del acto. 
 
En efecto, cuando la Constitución o la ley mandan que ciertos actos se 
dicten de forma motivada y que esa motivación conste, al menos en 
forma sumaria, en el texto del acto administrativo, se está condicionando 
la forma del acto administrativo, el modo de expedirse. Si la 
Administración desatiende esos mandatos normativos, incurre en vicio 
de expedición irregular y, por ende, se configura la nulidad del acto 
administrativo. En efecto, la expresión de los motivos por los cuales se 
profiere un acto administrativo de carácter particular y concreto es 
indispensable, pues es a partir de los mismos que el administrado puede 
controvertir aquellos aspectos de hecho y de derecho que considera no 
pueden ser el soporte de la decisión, pero cuando se prescinde de la 
motivación se impide que el particular afectado con la decisión pueda 
ejercitar cabalmente su derecho de defensa y contradicción".32 
 
                                   
31 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección “A”. (25 de enero de 2018) Radicación número: 0001-23-33-000-2013-00277-
01(1498-15). CP. William Hernández Gómez.  
32 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. (26 de 
julio de 2017) Radicación número: 11001-03-27-000-2018 00006-00 (22326). CP. Camilo 
Alberto Riaño Abaunza.  
14 
En virtud de lo anterior, la estructuración de la motivación, como principio de 
la ley disciplinaria, exige que toda decisión interlocutoria o de fondo, que se 
emita durante la actuación disciplinaria, observe el principio de publicidad, 
que exige a la autoridad disciplinaria dar a conocer al disciplinado las 
razones fáctico jurídicas de su decisión, garantizando además un control 
gubernativo y/o judicial33, con el fin de verificar si guarda correspondencia 
jurídica con lo probado en el proceso y dentro de la competencia funcional 
del organismo disciplinario, excluyendo decisiones arbitrarias, subjetivas y 
discrecionales, que desconozcan o generen la inobservancia de los derechos 
fundamentales al debido proceso, derecho de defensa y contradicción, 
seguridad jurídica y responsabilidad34. Por lo tanto, es presupuesto de toda 
                                   
33 CONSEJO DE ESTADO. Sección Segunda. CP. Gustavo Gómez Aranguren. En sentencia 
de fecha 11 de julio del 2013, Radicación No. 1101–03–25–000–2011–00115 (0390–11), 
estudió los actos administrativos disciplinarios con destitución del cargo de alcalde del 
Municipio de Sucre - Cauca, proferidos por la Procuraduría General de la Nación; en el que 
determinó que las decisiones en materia disciplinaria que adopten tanto las oficinas de 
Control Interno Disciplinario de las Entidades como la Procuraduría General de la Nación son 
administrativas y, por tanto, están sujetas a control pleno e integral por parte de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, no es un control formal o limitado aún a lo 
pedido por la demanda sino que las mismas pueden ser revisadas en el fondo, incluidas las 
pruebas que de alleguen para soportar el fallo.   
34 CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 9 de 
agosto del año 2016, Radicación No. 11001032500020110031600 (1210 -2011). CP.  
William Hernández Gómez. Demandante: Piedad Esneda Córdoba Ruíz en contra de la 
Procuraduría General de la Nación, expresó lo siguiente: “El control que la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo ejerce sobre los actos administrativos disciplinarios, es integral. 
Ello, por cuanto la actividad del juez de lo contencioso administrativo supera el denominado 
control de legalidad, para en su lugar hacer un juicio sustancial sobre el acto administrativo 
sancionador, el cual se realiza a la luz del ordenamiento constitucional y legal orientado por 
la prima de los derechos fundamentales”. (…) “La potestad disciplinaria se dirige a los 
servidores públicos o particulares sujetos a la ley disciplinaria que incurren en violación de 
deberes, incursión en prohibiciones, vulneración del régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades o de conflicto de intereses y como toda actividad de orden estatal, está 
sujeta a límites constitucionales y legales que se erigen en barreras de contención a fin de 
mantenerla dentro de los límites propios de la racionalidad y dignidad humana, proscribiendo 
excesos de nunición.” (…) “Respecto a las decisiones proferidas por los titulares de la acción 
disciplinaria, la Corte Constitucional ha sostenido que la acción de nulidad y restablecimiento 
del derecho que puede ejercerse contra dichos actos, hace las veces del recurso judicial 
efectivo en los términos de Convención Americana, por cuanto el control que ejerce la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo implica que puede y debe verificar: (i) La 
procedencia de la intervención de la jurisdicción contenciosa para examinar el control de 
decisiones disciplinarias; (ii) la existencia de un control integral y pleno de tales decisiones y 
de los procedimientos seguidos para el efecto; y, consecuencialmente (iii) la posibilidad de la 
jurisdicción de emprender exámenes sobre la actividad probatoria”.  
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decisión disciplinaria de fondo, estrictamente las piezas procesales como son 
el pliego de cargos, decreto de pruebas, cierre de investigación y fallos de 
primera y segunda instancia, así como presentar, analizar, valorar y evaluar 
integralmente todas las cuestiones fácticas y jurídicas, discutidas en la 
actuación procesal disciplinaria, que deben consignarse plenamente en el 
acto administrativo disciplinario.   
 
El acto administrativo disciplinario, en consecuencia, debe contener una 
adecuada, ponderable, justificante, controvertible, evaluable, 
correspondiente, responsable, y considerable motivación, como garantía del 
derecho de defensa y contradicción, dando razón suficiente y consecuente 
de las situaciones fácticas y jurídicas que soportan su expedición, 
garantizando, de esa manera, una defensa técnica disciplinaria35; no 
bastando una sencilla relación de pruebas, normas, hechos, deberes y 
prohibiciones, sino un análisis de los mismos que fundamenten la 
consecuente escogencia de la decisión36, en los términos previstos en el 
artículo 42 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, sobre el contenido de la decisión, cuando prevé que 
“habiéndose dado oportunidad a los interesados para expresar sus 
opiniones, y con base en las pruebas e informes disponibles, se tomará la 
decisión, que será motivada.(…) La decisión resolverá todas las peticiones 
que hayan sido oportunamente planteadas dentro de la actuación por el 
peticionario y por los terceros reconocidos”.  Principio de motivación que es 
                                   
35 Constitución Política de 1991, Artículo 229. “Se garantiza el derecho de toda persona para 
acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 
representación de abogado”  
36 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Ley 1437 de 
2011], Artículo 3º. 
16 
reiterado en su artículo 49 ibídem, al referirse al contenido del acto 
administrativo sancionador37. 
 
Se superan entonces, las ritualidades y formalidades del proceso 
disciplinario, advirtiendo la prevalencia y protección especial de los derechos 
fundamentales como son, entre los mencionados anteriormente, el debido 
proceso material y derecho de defensa sustancial38, como garantías 
                                   
37 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Ley 1437 de 
2011. Artículo 49: “(…) El acto administrativo que ponga fin al procedimiento administrativo 
de carácter sancionatorio deberá contener: 
1. La individualización de la persona natural o jurídica a sancionar. 
2. El análisis de los hechos y pruebas con base en los cuales se impone la sanción. 
3. Las normas infringidas con los hechos probados. 
4. La decisión final de archivo o sanción y la correspondiente fundamentación.”  
38 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1341 de 2001: “(...) 3.2. Breve descripción del 
alcance del derecho al debido proceso administrativo dentro del marco constitucional 
vigente. 
Como se ha afirmado en anteriores pronunciamientos de esta Corporación, el derecho 
fundamental al debido proceso, en los términos que establece el artículo 29 de la Carta 
Política, “comprende una serie de garantías con las cuales se busca sujetar a reglas 
mínimas sustantivas y procedimentales, el desarrollo de las actuaciones adelantadas por las 
autoridades en el ámbito judicial o administrativo, con el fin de proteger los derechos e 
intereses de las personas vinculadas, pues es claro que el debido proceso constituye un 
límite material al posible ejercicio abusivo de las autoridades estatales”. 
(…) 
La aplicación del derecho fundamental al debido proceso en toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas, constituye un desarrollo del fundamento filosófico del Estado de 
derecho. Por virtud de ello, toda autoridad tiene sus competencias definidas dentro del 
ordenamiento jurídico y debe ejercer sus funciones con sujeción al principio de legalidad, a 
fin de que los derechos e intereses de los administrados cuenten con la garantía de defensa 
necesaria ante eventuales actuaciones abusivas, realizadas por fuera de los mandatos 
constitucionales, legales o reglamentarios vigentes. 
La Corte, por tal razón, ha dicho que dentro del campo de las actuaciones administrativas “el 
debido proceso es exigente en materia de legalidad, ya que no solamente pretende que el 
servidor público cumpla las funciones asignadas, sino además que lo haga en la forma como 
determina el ordenamiento jurídico”. 
Efectivamente, las actuaciones de la Administración son esencialmente regladas y están 
sujetas a dicho principio de legalidad. El poder de actuación y decisión con que ella cuenta 
no puede utilizarse sin que exista una expresa atribución competencial; de no ser así, se 
atentaría contra el interés general, los fines esenciales del Estado y el respeto a los 
derechos y las libertades públicas de los ciudadanos vinculados con una decisión no 
ajustada a derecho.   
(…) 
Debe entonces anotarse, para concluir esta consideración, que el objeto del derecho al 
debido proceso en el ámbito de la Administración Pública, es el de garantizar que sus 
actuaciones se sujeten al orden jurídico vigente “con el fin de tutelar la regularidad jurídica y 
afianzar la credibilidad de las instituciones del Estado, ante la propia organización y los 
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irrenunciables de los sujetos disciplinables; ello en atención a que su respeto 
constituye igualmente finalidad del proceso, cual es que la actuación 
disciplinaria se adelante con objetividad. Al respecto, resulta pertinente 
atender lo analizado por el docente Hugo Alberto Marín:  
 
“También es interesante resaltar que esta providencia (Consejo de 
Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Sentencia del 1º de octubre de 1992, expediente 6920, CP. CARLOS 
BETANCUR JARAMILLO) pone de presente la relevancia que en 
materia de carga de la argumentación y de la prueba tiene la 
fundamentación del acto administrativo, para el órgano competente a 
efectos de su expedición. Ello en el sentido que si dicho órgano tiene a 
bien apartarse de los elementos de juicio obrantes en el expediente al 
momento de tomar su decisión – p. ej., desconociendo los conceptos o 
informes técnicos existentes o en el caso concreto que nos ocupa, los 
elementos aportados por la junta de licitaciones-, corre con la carga de 
argumentar y demostrar las razones por la cuales desatiende de esa 
manera las evidencias arrojadas por el procedimiento administrativo. 
Naturalmente, en tales supuestos la importancia de la motivación se 
incrementa y la ausencia total de la misma debería dar lugar a la 
anulación del acto administrativo expedido de tal forma “contraevidente” 
respecto de su fundamentación”. 
                                                                                                    
asociados y asegurar los derechos de los gobernados”. Este criterio fue ampliamente 
desarrollado por la Corte de la siguiente manera: 
“Se observa que el debido proceso se mueve dentro del contexto de garantizar la correcta 
producción de los actos administrativos, y por ello extiende su cobertura a todo el ejercicio 
que debe desarrollar la administración pública, en la realización de sus objetivos y fines 
estatales, es decir, cobija a todas sus manifestaciones  en  cuanto a la formación y ejecución 
de los actos, a las peticiones que realicen los particulares, a los procesos que por motivo y 
con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, 
garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto 
de las providencias administrativas, cuando crea el particular, que a través de ellas se hayan 
afectado sus intereses. 
El debido proceso tiene reglas de legitimación, representación, notificaciones, términos para 
pruebas, competencias, recursos e instancias garantías establecidas en beneficio del 
administrado, etapas que deben cumplirse dentro del procedimiento administrativo señalado.  
Se concluye que estos actos deben formarse mediante procedimientos previstos en la ley, 
que la observancia de la forma es la regla general, no sólo como garantía para evitar la 
arbitrariedad, sino para el logro de una organización administrativa racional y ordenada en 
todo su ejercicio, el cumplimiento estricto para asegurar la vigencia de los fines estatales, y 
para constituir pruebas de los actos respectivos, que permitan examinarlos respecto de su 
formación, esencia, eficacia y validez de los mismos”. 
(…)  
Por último, es importante resaltar que al ser el derecho al debido proceso un presupuesto 
esencial de la legalidad de las actuaciones y procedimientos administrativos, en los cuales 
se vea envuelta la garantía de la protección y realización de los derechos de las personas, 
su efectividad no puede apreciarse como algo estrictamente formal.” p. 36 
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La incorporación de las razones fácticas y jurídicas, constituyen la motivación 
que llevan a la imposición de una sanción, siendo además un límite a la 
arbitrariedad, en consideración a que garantizan la existencia de un debido 
proceso instruido, previo a su expedición39, exigiéndose así de la autoridad 
disciplinaria adoptar una decisión ponderada y concordante con su deber 
funcional; es decir, siempre le es exigible el cumplimiento de unos requisitos 
constitucionales de legalidad y tipicidad, como garantía de la seguridad 
jurídica, toda vez que la administración pública para mantener la disciplina 
interna de su organización, cuenta con ese  poder disciplinario correlativo, en 
virtud del cual puede imponer sanciones a sus servidores, con la exigencia 
material absoluta de predeterminación normativa de las conductas 
disciplinables y de las sanciones correspondientes, de tal manera que, en 
observancia del principio de legalidad, permite predecir con suficiente grado 
de certeza el tipo y el grado de sanción susceptible de ser impuesta, 
permitiendo que los servidores públicos puedan predecir, con base a ello, las 
posibles consecuencias de sus actos. 
  
1.1.1 La motivación fáctica y su relación con el análisis probatorio en 
materia disciplinaria. 
Tal como se explicó en el acápite anterior, la motivación del acto 
administrativo disciplinario, fundamentada en el principio de publicidad, 
plasmado en el artículo 209 de la Constitución Política, constituye una 
obligación a cargo de la Administración, que exige que se puntualicen las 
razones de su determinación, consignando las circunstancias fácticas y 
jurídicas que justifiquen su emisión; motivación que debe referirse tanto a los 
hechos como a las consideraciones de derecho que le sirven de 
                                   
39 MARÍN HERNÁNDEZ, Hugo Alberto. Discrecionalidad Administrativa. Segunda 
Reimpresión. Colombia, Universidad Externado de Colombia, 2012, p. 858-859. 
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fundamento40, garantizando así, principalmente, el derecho fundamental al 
debido proceso que le asiste a todo sujeto investigado disciplinariamente41.  
 
Tal es su importancia e incidencia en los derechos fundamentales de una 
persona, particularmente al debido proceso, que la Corte Constitucional, en 
reiterada jurisprudencia42, ha aceptado la falta de motivación como un criterio 
específico y autónomo de procedencia de la acción de tutela contra 
providencias judiciales aplicables a las decisiones disciplinarias que 
administran justicia disciplinaria, ante la ausencia de sustento argumentativo 
o la irrelevancia de las consideraciones aplicadas para dirimir la controversia, 
                                   
40 ATIENZA, Manuel. Derecho Y Argumentación. Reimpresión 2006. Colombia: Universidad 
Externado de Colombia. Serie de Teoría Jurídica y filología del derecho No. 6, 2006 p. 35-37.  
Cabe decir que el razonamiento jurídico es, en último término, justificativo, pero es no quita 
para que las razones explicativas tengan un papel importante e, incluso, decisivo en muchos 
casos. Así motivar una sentencia significa ofrecer una justificación – no una explicación – de 
la decisión en cuestión, pero eso, en cierto modo, sólo puede hacerse a partir de un 
esquema – el silogismo judicial -, una de cuyas premisas es un enunciado empírico (la 
afirmación de que ocurrió el hecho (H), para cuyo establecimiento se necesita contar con 
razones explicativas adecuadas. Ahora bien, ¿es cierto que la lógica deductiva, el silogismo, 
es la única forma de justificar una decisión? ¿Qué es en realidad lo que justifica la lógica? 
¿Y cómo pueden justificarse en general las decisiones?  
Si consideramos que justificar una decisión significa dar razones que la hagan aparecer 
como correcta o aceptable, entonces cabría decir que este resultado – el que la decisión 
aparezca como correcta o aceptable – puede lograse de diversos modos. Básicamente, una 
decisión puede entenderse justificada de tres maneras apelando a la autoridad, al 
procedimiento o al contenido, o mediante alguna combinación de esos tres elementos. 
Justificar una decisión en razón exclusivamente de la persona que la dicta – (…) Finalmente 
las mayores posibilidades de control – y de discusión – existen cuando la justificación de las 
decisiones se hace depender tanto de la autoridad como del procedimiento y del contenido. 
O, dicho de otra manera, cuando existen normas – como ocurre en el Derecho moderno – 
que regulan quién, cómo y con qué contenido (esto es, dentro de qué límites, con qué 
objetivos, etc.) puede establecer o aplicar normas jurídicas, y existe también la metanorma 
que obliga a quienes establecen y aplican normas a dar razones que justifiquen el haber 
seguido estas normas. Cuanto mayor sea la fuerza de este mecanismo de justificación, tanto 
mayor también la necesidad de argumentar. 
41 El derecho fundamental al debido proceso, contemplado en el artículo 29 de la Carta 
Política de Colombia, tal como lo explicó la Corte Constitucional en sentencia C 692 del 9 de 
julio de 2008, integra principalmente las siguientes garantías: “(i) el principio de legalidad de 
la falta y de la sanción disciplinaria; (ii) el principio de publicidad; (iii) el derecho de defensa y 
especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba; (iv) el principio de 
la doble instancia; (v) la presunción de inocencia; (vi) el principio de imparcialidad; (vii) el 
principio de non bis in ídem; (viii) el principio de cosa juzgada y (ix) la prohibición de la 
reformatio in pejus. 
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de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos 
jurídicos o fácticos y que por tanto pueden conllevar la violación de los 
derechos fundamentales de una persona; explicando el alcance de tal 
principio bajo los siguientes términos:  
 
“El principio de motivación, por su parte, se establece para que toda 
decisión de fondo sea motivada (art. 19, CDU). Se trata de una demanda 
mínima de racionalidad, en la cual se garantice que el fundamento de las 
decisiones disciplinarias no sean producto del mero capricho o la pura 
voluntad del funcionario encargado. La razón y el respeto por los 
principios involucrados en el caso, en la medida que sea posible, son los 
criterios con que se cuenta para producir una decisión razonable. Es la 
publicidad de tales razones, además, lo que permitirá a las personas 
controvertir las decisiones que se hayan tomado en su contra o que, a 
su juicio, los afecten.”43 
 
Ha considerado la Corte Constitucional que más técnicamente que la 
motivación es interna corporis, no externa; hace referencia a la perfección del acto 
más que a formas exteriores del acto mismo. Quiere decirse que la motivación ha de 
ser suficiente, esto es, ha de dar razón plena del proceso lógico y jurídico que ha 
determinado la decisión, lo cual no sucede frente al acto demandado. La motivación 
de la decisión comienza, pues, por marcar la diferencia entre la discrecionalidad y lo 
arbitrario, y ello, porque si no hay motivación que se sostenga, el único apoyo de la 
decisión será la sola voluntad de quien la adopta, apoyo insuficiente, como es obvio, 
en un estado de derecho en el que no hay margen, por principio, para el poder 
puramente personal, máxime si no le era dado por el ordenamiento jurídico hacer 
uso discrecionalmente de la facultad de motivar, toda vez que se trata de un 
proceso reglado, lo cual deja por este solo hecho y por virtud de la exigencia legal 
invocada, los actos arbitrarios. Y así lo prevé cuando expone: 
 
“Estas apreciaciones son de recibo no solo en la motivación de los fallos 
judiciales sino también en la motivación de los actos administrativos 
                                                                                                    
42 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencias T-350/2011, T–709 de 2010, T- 949 de 2003 y 
C–590 de 2005.  
43 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia de 5 de mayo de 2011. MG. María Victoria Calle 
Correa. Expediente T – 2903079 – Acción de Tutela interpuesta por el Ex Magistrado Cesar 
Julio Valencia Copete en contra de la Procuraduría General de la Nación. 
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porque, en primer lugar, tanto en unos como en otros la motivación se 
orienta al convencimiento de las partes, eliminando cualquier 
arbitrariedad y facilitando el saber por qué se tomó la decisión 
respectiva, lo cual permite la viabilidad de los recursos. En segundo 
lugar, porque pone de manifiesto la vinculación de la Administración al 
ordenamiento jurídico y por consiguiente, la motivación se puede 
caracterizar como la explicación, dada por la Administración, 
mediante fundamentación jurídica, de la solución que se da al caso 
concreto. Y, en tercer lugar, porque también permite el control de la 
actividad administrativa por parte de la opinión pública, como 
extensión del principio de publicidad del artículo 209 de la C. P. en la 
parte que consagra: “La función administrativa está al servicio de los 
intereses generales” y del artículo 123 en la parte que indica: Los 
servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad”. En 
otras palabras, la comunidad tiene derecho a estar informada, la 
sociedad no es indiferente al conocimiento de las resoluciones que le 
puedan interesar (y, el nombramiento o el retiro de un Notario, persona 
que da fe pública de actos privados, es altamente importante para la 
comunidad) y por consiguiente para esa sociedad son importantes los 
motivos que originan una remoción de un Notario; esta es una 
proyección del principio de publicidad y es corolario del Estado 
democrático”44. 
 
La falta de garantía del debido proceso generaría que la persona terminara 
siendo cosificada por el Estado, toda vez que, frente a ese poder de 
coerción, en vez de ser considerado una persona como tal, pasaría a ser 
calificada como un mero objeto de la investigación45.  
 
Se insiste entonces, los actos administrativos necesariamente deben estar 
motivados, expresando las disposiciones normativas y las razones de hecho 
que dieron lugar a la decisión que se adopta. Al respecto, no puede olvidarse 
que todo acto administrativo tiene un móvil o motivo determinante para su 
expedición, esto es, ha estado precedido de unas circunstancias de hecho y 
de derecho que deben incluirse dentro del texto del acto. Así, la motivación 
del acto administrativo se convierte en un elemento fundamental para 
                                   
44 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia SU–250 de 26 de mayo de 1998, MP. Alejandro 
Martínez Caballero. Expediente 134192. Acción de Tutela interpuesta por María Duque 
Valencia en contra de la Presidencia de la República – Ministerio de Justicia y Derecho. 
45 GONZALEZ NAVARRO, Antonio Luis. La Prueba en el Sistema Penal Acusatorio. Capítulo 
I. Leyer. Año 2011, p. 11 
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determinar las causas que impulsaron a la administración a manifestar su 
voluntad, reduciendo, por consiguiente, la discrecionalidad de sus decisiones 
que, como lo afirma el Autor Roa Salguero46, aquello no se logra por la sola 
ausencia de conceptos jurídicos indeterminados, sino que deviene de la 
claridad de los enunciados legales, que en derecho disciplinario equivale a la 
claridad de los tipos en los que su subsumen los comportamientos 
constitutivos de falta; generando con ello el “cumplimiento de la garantía de 
seguridad jurídica en las decisiones disciplinarias, así como también de un 
estudio juicioso  y responsable de quienes ejercen la potestad disciplinaria, 
en punto de la tipicidad, para un correcto juicio de adecuación (o adecuación 
típica) de las conductas irregulares y así realizar una hermenéutica ajustada 
a la ley, evitando arbitrariedad”47  
 
Así las cosas, en desarrollo del principio de motivación de las decisiones y la 
consecuente garantía del debido proceso, nuestro régimen disciplinario exige 
al Estado abstenerse de sancionar sin la existencia de una valoración 
probatoria de las conductas presuntamente disciplinables, teniendo en 
cuenta que el desarrollo del debido proceso conlleva la administración de las 
pruebas, allegadas al expediente.  
 
Bajo esta premisa, el Código Disciplinario Único, en su Título VI sobre 
pruebas y el Código General Disciplinario, en su Título VI sobre pruebas, 
establecen la necesidad y carga de la prueba48, previendo que toda decisión 
interlocutoria y el fallo disciplinario deben fundarse en pruebas legalmente 
producidas y aportadas al proceso por petición de cualquier sujeto procesal o 
                                   
46 ROA SALGUERO, David Alonso. Los conceptos jurídicos indeterminados en el derecho 
disciplinario. Bogotá D.C., Grupo Editorial Ibáñez. 2018, p. 62. 
47 Ibíd., p. 65. 
48 Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. Artículo 128 y Código General Disciplinario. 
Ley 1952 de 2019. Artículo 147.  
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en forma oficiosa49. Normativa que es producto del desarrollo del artículo 29 
Constitucional, el cual establece garantías superiores aplicables a todo tipo 
de actuaciones administrativas, entre ellas el proceso disciplinario, entre las 
que se destacan el derecho a presentar pruebas y a controvertir las que se 
alleguen en contra50, así como la nulidad de pleno derecho de las pruebas 
obtenidas con violación del debido proceso. 
 
Se debe tener en cuenta que la carga de la prueba  le corresponde al Estado, 
y no al sujeto disciplinable, tal como lo ratifica el nuestro régimen 
disciplinario51 sobre imparcialidad del funcionario en la búsqueda de la 
prueba, cuando dispone que el funcionario buscará la verdad real y para ello 
deberá investigar con igual rigor los hechos y circunstancias que demuestren 
la existencia de la falta disciplinaria y la responsabilidad del investigado, así 
como los que tiendan a demostrar su inexistencia o lo eximan de 
responsabilidad.  Obligación, que corresponde a su norma rectora del artículo 
13 del Código General Disciplinario52, sobre investigación integral, que 
determina que las autoridades disciplinarias tienen la obligación de investigar 
con igual rigor los hechos y circunstancias que demuestren la existencia de la 
falta disciplinaria.  
 
En tal sentido, la decisión disciplinaria no puede devenir de la mera 
apreciación subjetiva del investigador sobre los hechos, so pena de constituir 
                                   
49 En concordancia con lo dispuesto en el artículo 129 del Código Disciplinario Único y 148 
del Código General del Proceso, que prevén el principio de imparcialidad de la autoridad 
disciplinaria en la búsqueda de la prueba, cuando le exige buscar la verdad real. Para lo cual 
deberá investigar con igual rigor los hechos y circunstancias que demuestren la existencia de 
la falta disciplinaria y la responsabilidad del investigado, y los hechos que tiendan a 
demostrar su inexistencia o lo eximan de responsabilidad. Para tal efecto, el funcionario 
podrá decretar pruebas de oficio.  
50 Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. Artículo 131 y Código General Disciplinario. 
Ley 1952 de 2019. Artículo 150. Que prevén la libertad de pruebas, cuando dispone que la 
falta y la responsabilidad del investigado podrán demostrarse con cualquiera de los medios 
de prueba legalmente reconocidos. 
51 Código General Disciplinario. Artículo 148.  Código Disciplinario Único. Artículo 128. 
52 Código Disciplinario Único. Artículo 129. 
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en sí misma una violación del derecho fundamental al debido proceso. Por lo 
tanto, la motivación de las decisiones ha ser entonces una garantía del 
derecho de defensa y contradicción, y en general del debido proceso, en la 
medida en que en el acto administrativo se haga explícito el mérito o valor 
que se le asigna a cada prueba y por consiguiente las razones de hecho y 
derecho que motivaron a la autoridad disciplinaria a adoptar una determinada 
decisión. 
 
Y, así lo consideró el Consejo de Estado, cuando expone53 
 
“(…) Para los efectos, el derecho de audiencia y defensa comprende las 
garantías que tiene todo individuo sometido a un procedimiento 
sancionatorio para hacerse oír por el órgano de conocimiento, para traer 
al proceso las pruebas que considere oportunas para respaldar su 
defensa, para contradecir argumentos y pruebas de cargo y para 
asesorarse por el profesional del derecho que mejor estime pertinente. 
 
Dicho derecho involucra también la posibilidad de ser notificado de las 
actuaciones, de hacerse parte y tener acceso al expediente 
administrativo, así como la obligación para la administración de oír 
previamente al interesado antes de tomar una decisión que lo afecte. 
(Corte Constitucional, Sentencia C-315/12).” 
 
Resulta pertinente resaltar que la Alta Corporación ha señalado que la 
autoridad disciplinaria cuenta con una potestad de valoración probatoria aún 
más amplia que la de los jueces penales, que le autoriza para determinar, en 
ejercicio de una discrecionalidad razonada, cuándo obran en un determinado 
proceso pruebas suficientes para moldear la convicción respecto de la 
ocurrencia o no de los hechos, los que, a su vez, le conducen a la 
                                   
53 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B. (22 de enero de 2015). Radicación No. 11001-03-25-000-2011-00439-00. CP. 
Sandra Lisset Ibarra Vélez. 
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certidumbre de la comisión de la falta y de la responsabilidad del 
investigado54. 
 
En ese sentido, la valoración de las pruebas en que se fundamentan las 
decisiones disciplinarias resulta un tema inherente a la debida motivación de 
los actos administrativos y consecuente observancia del debido proceso, al 
punto que en virtud de la práctica indebida de la misma, el acto administrativo 
sancionatorio podría ser objeto de declaratoria de nulidad por parte de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, como consecuencia 
principalmente de los vicios denominados falta de motivación y la falsa 
motivación; yerros que tienen relación directa o indirecta con la valoración de 
los elementos probatorios, tal como se puede verificar en los siguientes 
extractos de sentencia del Consejo de Estado:  
 
“Sobre el particular, la Sección Primera de esta Corporación, 
puntualizó en Sentencia de 7 de junio de 201255, lo siguiente: 
 
(…) El vicio de falsa motivación se presenta cuando la 
sustentación fáctica del acto carece de veracidad, es decir, no hay 
correspondencia entre lo que se afirma en las razones de hecho o 
de derecho que se aducen para proferir el acto y la realidad fáctica 
y/o jurídica del respectivo asunto. Ahora bien, debe precisarse que 
una cosa es la falsa motivación y otra la falta de motivación. La 
primera es un evento sustancial, que atañe a la realidad fáctica y 
jurídica del acto administrativo, y la segunda es un aspecto 
procedimental, formal, ya que ésta es la omisión en hacer 
expresos o manifiestos en el acto administrativo los motivos del 
mismo. De modo que el acto puede, formalmente, estar motivado, 
o sea cumplir con el requisito de tener indicados los motivos, pero 
en la realidad tener una falsa motivación, de suerte que por lo 
primero sería legal, pero por lo segundo estar viciado de nulidad. 
Puede darse también la situación contraria: que debiendo ser 
                                   
54 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. (13 de 
febrero de 2014). Radicación número 11001-03-25-000-2011-00207-00. CP. Gustavo 
Eduardo Gómez Aranguren. 
55 Radicación número: 11001-0324-000-2006-00348-00. Actor: Jorge Arango Mejía. 
Demandado: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. CP. Marco Antonio Velilla Moreno 
(E). 
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motivado, no lo haya sido, pero los motivos por los cuales la ley 
autoriza su adopción realmente ocurrieron. (…). Lo anterior 
significa que cuando el acto administrativo debe estar motivado, 
los motivos deben existir y, además, corresponder a los previstos 
en el ordenamiento jurídico. (…) 
 
(…) concluye la Sala que en este caso hubo violación al derecho 
al debido proceso, en tanto que las entidades demandadas no 
efectuaron una valoración seria, conjunta, razonada y ponderada 
de los medios de convicción arrimados al plenario que conllevaban 
a: i) una adecuada determinación de la tipicidad de la conducta, a 
efectos de esclarecer la responsabilidad disciplinaria; y, en 
consecuencia, a ii) imponer una sanción sustancialmente menor 
consistente en la suspensión en el ejercicio del cargo. En efecto, si 
se consideran las circunstancias propias del caso concreto, el 
correctivo impuesto es abiertamente desproporcionado. 
 
De otro lado, siendo el derecho sancionador un ámbito en el que el 
debido proceso adquiere una especial relevancia, habida cuenta 
que una sanción disciplinaria como la que aquí fue impuesta tiene 
efectos que repercuten trascendental y negativamente en la vida 
profesional y personal del investigado; la vulneración del mismo 
debe ser igualmente objeto de reproche con la nulidad del 
correctivo impuesto en Sede Administrativa.  
 
Así, entonces, en el caso concreto se encuentra demostrada la 
falsa motivación, como causal de nulidad de los actos 
administrativos sancionatorios, y adicionalmente la violación al 
derecho al debido proceso por falta de tipicidad, circunstancias 
que le imponen a esta Sala declarar la nulidad de las decisiones 
censuradas.” 56 
 
En este punto, es importante aclarar que la práctica errada o deficiente de la 
actividad probatoria no constituye en sí misma una causal autónoma que 
fundamente el ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del 
derecho contra las decisiones disciplinarias sancionatorias57, de manera que 
                                   
56 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B. (14 de agosto de 2014). Radicación No. 11001-03-25-000-2012-00208-
00(0827-12). CP. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
57 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo [Ley 1437 de 
2011], Artículo 137: Nulidad. (…) Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de 
las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con 
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no es analizado por los Jueces de lo Contencioso Administrativo de forma 
específica, salvo en aquellos casos en que la asignación de mérito probatorio 
a los medios de convicción, llevada a cabo por la autoridad disciplinaria es 
manifiestamente errada. 
 
Por otra parte, vale la pena resaltar que, en ejercicio del derecho de 
contradicción, los disciplinados gozan de las oportunidades procesales y 
herramientas jurídicas necesarias para defenderse ante los cuestionamientos 
presentados por la autoridad disciplinaria, es así como Ossa Arbeláez, 
expone que del derecho de defensa no puede hacerse uso sin el ejercicio del 
principio de contradicción: “Este derecho fundamental, de rango 
constitucional, resultaría nugatorio y por lo demás sin sentido, si al implicado 
de un hecho o de un acto presuntamente ilícito se le impidiera ser 
protagonista en la contradicción”58. Principio que se materializa en el derecho 
a solicitar pruebas, de conformidad con lo previsto en el artículo 132 del 
Código Disciplinario Único y en el artículo 151 del Código General 
Disciplinario, que prevén el derecho a aportar y solicitar la práctica de las 
pruebas que el sujeto disciplinario estime conducentes y pertinentes. 
                                                                                                    
desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con 
desviación de las atribuciones propias de quien los profirió. (…)” 
58 OSSA ALBELÁEZ, Jaime. Derecho Administrativo Sancionador. 2da. Edición. Colombia, 
LEGIS. 2009, p. 261-262. 
 “(…) Ahora la contraofensiva no está ubicada únicamente en el ámbito probatorio. Ella 
irradia en un campo de mayor amplitud y se proyecta desde el nacimiento mismo de la 
imputación, para extenderse generosamente a lo largo de las fases del informativo, 
haciéndose dinámica y pujante en toda la estructura formal del expediente respectivo. No 
puede haber cortapisas ni demarcaciones procesales que circunscriban ese derecho o 
delimiten el principio. Desde el inicio de la actuación administrativa el inculpado puede 
promover la contradicción aun en forma pasiva, negándose a reconocer la autoría del ilícito o 
absteniéndose de declarar contra sí mismo. 
Obvio que puede acreditar la prueba que demerite la validez de los cargos que contra él se 
elevan y, en general, aducir los medios de defensa que la ley le brinda para contrarrestar los 
que militan en el procedimiento administrativo. 
Rebatir los argumentos que desfavorecen al encartado y discrepar de razones que en su 
contra obran, son facetas relevantes del derecho de contradicción que, como postulado 
medular se incorpora a lo largo del área sancionatoria. 
También hace parte de ese precepto, impugnar la decisión en la vía gubernativa y recurrir a 
la revisión en sede jurisdiccional”. 
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El ejercicio del derecho de contradicción de la prueba decretada y practicada 
en el proceso disciplinario por parte de la autoridad disciplinaria59, lleva 
consigo el derecho de la lealtad y probidad de la misma, otorgándole la 
posibilidad al disciplinado de pronunciarse frente a su obtención, contenido, 
idoneidad y oportunidad, correlativamente a su derecho a solicitar el decreto, 
práctica y valoración de pruebas que fundamentarán y argumentarán su 
defensa, garantizando con ello entre otros principios el del debido proceso60, 
buena fe, investigación integral61, y congruencia62, que imprimen a la 
actuación disciplinaria seguridad jurídica y confiabilidad63. 
 
Seguridad jurídica, que garantiza entonces que la conducta disciplinable 
endilgada, se encuentre demostrada con la prueba legalmente allegada al 
proceso, que viene hacer el medio que suministra el conocimiento de los 
hechos del proceso, porque es a través de las pruebas que se tiene el 
conocimiento de los hechos. 
                                   
59 Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. Artículo 131 y Código General Disciplinario. 
Ley 1952 de 2019, Artículo 150: “Libertad de pruebas. La falta y la responsabilidad del 
investigado podrán demostrarse con cualquiera de los medios de prueba legalmente 
reconocidos”. 
60 Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. Artículo 6 y Código General Disciplinario. Ley 
1952 de 2019. Artículo 12, que prevén el principio del Debido Proceso, cuando consagran 
que el sujeto disciplinable deberá ser investigado y juzgado por funcionario competente y 
con observancia formal y material de las normas que determinen la ritualidad del proceso, en 
los términos de este código. 
61 Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. Artículo 129 y Código General Disciplinario. 
Ley 1952 de 2019, Artículo 13, que prevén el principio de Investigación integral, cuando 
disponen que las autoridades disciplinarias tienen la obligación de investigar con igual rigor 
los hechos y circunstancias que demuestren la existencia de la falta disciplinaria y la 
responsabilidad del investigado y los que tiendan a demostrar su inexistencia o lo eximan de 
responsabilidad. 
62 Código General Disciplinario. Ley 1952 de 2019. Artículo 20: “Congruencia. El disciplinado 
no podrá ser declarado responsable por hechos ni faltas disciplinarias que no consten en el 
auto de citación a audiencia y formulación de cargos, sin perjuicio de la posibilidad de su 
variación.” 
63 Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. Artículo 129 y Código General Disciplinario. 
Ley 1952 de 2019. Artículo 148, que de idéntica manera disponen: “Imparcialidad del 
funcionario en la búsqueda de la prueba. El funcionario buscará la verdad real. Para ello 
deberá investigar con igual rigor los hechos y circunstancias que demuestren la existencia de 
la falta disciplinaria y la responsabilidad del investigado, y los que tiendan a demostrar su 
29 
Es por ello que la motivación es un requisito de validez del acto jurídico de 
decisión disciplinaria, de lo contrario una decisión no motivada, viola los 
principios de publicidad, contradicción, de defensa y, por ende, el de debido 
proceso, resaltando que el derecho a impugnarla es parte de este derecho al 
debido proceso, en la medida en que no es posible controvertirla si en ésta 
no se da a conocer las razones de la misma. Es así como la Corte 
Constitucional ha considerado que la obligación de motivar las providencias 
judiciales, deriva de los derechos al debido proceso y de defensa64, que se 
traduce en el derecho que tienen los sujetos procesales de conocer los 
                                                                                                    
inexistencia o lo eximan de responsabilidad. Para tal efecto, el funcionario podrá decretar 
pruebas de oficio.” 
64 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia 145 del 22 de abril de 1998. M.P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz. Expediente D-1772. “26. (…) La obligación de motivar las decisiones 
judiciales obedece a la necesidad de demostrar que el pronunciamiento no es un producto 
de arbitrariedad del juez. En el Estado de derecho la sentencia responde a la visión del juez 
acerca de cuáles son los hechos robados dentro del proceso y cuál es la respuesta que se 
les brinda al caso concreto por parte del ordenamiento jurídico. Sin embargo, es claro que 
tanto los hechos como las normas pueden ser interpretadas de manera distinta. Por esta 
razón, se exige que, en su sentencia, el juez realice un esfuerzo argumentativo con miras a 
justificar su decisión y, por lo tanto, a convencer a las partes, a los demás jueces y al público 
en general, de que su resolución es la correcta. Precisamente la motivación de las 
sentencias es la que permite establecer un control – judicial, académico o social – sobre la 
corrección de las decisiones judiciales.  
La fundamentación judicial es necesariamente jurídica, como bien lo establece el artículo 
230 de la Carta, al afirmar que los jueces sólo están sometidos en sus providencias al 
imperio de la ley. Esto significa que las sentencias deben basarse en una apreciación de los 
hechos probados dentro del proceso, desde la perspectiva de las normas jurídica vigentes. 
27. El artículo 29 de la Constitución consagra el derecho fundamental del debido proceso, el 
cual consiste en que todas las personas que son parte de un proceso judicial tienen el 
derecho de gozar de una serie de garantías. Varias de esas garantías están contempladas 
en el mismo artículo citado, pero a ellos se deben agregar las estatuidas en otros textos 
constitucionales. Entre las mencionadas garantías se encuentran el derecho al juez natural, 
la presunción de inocencia, el derecho a ser juzgado únicamente con base en las leyes 
preexistentes, la aplicación de la ley permisiva o favorable en los procesos penales, el 
derecho a una defensa técnica, etc. 
Dentro de las garantías propias del debido proceso y de la tutela judicial efectiva se 
encuentran también las de ejercer el derecho de defensa y las de recurrir las sentencias 
judiciales.    Ahora bien, para poder presentar recursos contra los fallos judiciales es 
necesario conocer cuáles fueron las razones que condujeron al juez a dictar la sentencia que 
se controvierte, razones que deben referirse a los hechos (las pruebas) y a los fundamentos 
jurídicos en los que se apoya la decisión. Si estas razones no son públicas el recurrente no 
podrá esgrimir contra la sentencia más que argumentos generales, que repetirían lo que él 
ya habría señalado en el transcurso del proceso. Precisamente entre los fines del deber de 
motivar las sentencias se encuentra el de facilitarle al afectado la comprensión de la 
resolución emitida y la formulación de su impugnación”. Corte Constitucional, Sentencia C–
145 – 1998. 
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supuestos fácticos, las razones probatorias concretas y los juicios lógicos 
sobre los cuales la autoridad disciplinaria construye su decisión, lo que le 
permitirá ejercer un control sobre el proceso e identificar los puntos que son 
motivo de controversia, evitando con ello el desapego al derecho y la 
arbitrariedad, en cuyo límite se encuentra la razón de ser del principio de 
legalidad, como exigencia propia del Estado Social de Derecho, consagrado 
a partir del artículo 1º de la Constitución Política de Colombia.  
 
La doctrina prevé exitosamente que la autoridad disciplinaria con capacidad 
decisoria no es apenas un actor procesal, es un creador de realidad social, 
es el generador de un acto institucional llamado fallo disciplinario, mediante 
el cual se dice qué fue lo que pasó y qué es lo que lo en adelante debe 
pasar, no como labor de descubrimiento sino de creación65 previendo que en 
ese sentido la motivación cumple funciones como instrumental en atención a 
que sirve de medio para la protección de derechos y garantías procesales, 
comunicativa, afirmativa, garantizadora, concreción, consuntiva (en atención 
a que define en un momento procesal especial el objeto de la litis, como es el 
pliego de cargos) y, funcional que permite a la autoridad disciplinaria verificar 
si soporta un juicio de verificación tanto de legalidad como de 
sustancialidad66.  
 
1.1.2 La motivación jurídica: la importancia de la correcta adecuación 
típica.  
Considera Reyes Echandía67, que la tipicidad encarna el más valioso aporte 
que se ha hecho a la teoría del delito y, es así como los doctrinantes están 
de acuerdo que “… el fenómeno de la tipicidad ejerce una triple función – 
garantizadora, fundamentadora y sistematizadora –…“, manifestando 
                                   
65 GUERRERO SIERRA, Erika Marcela y PULIDO SALGADO, Ivonne. Falta de motivación 
de las decisiones en materia disciplinaria. p. 18. En: www.repositor.unimilitar.edu.co/bitstre 
am/handle/10654/3556/GerreroSierraErikaMarcela2011.pdf. 
66 Ibíd., p. 22 
67 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Tipicidad. Segunda Reimpresión de la Sexta Edición. 
Editorial Temis S.A. Santa Fe de Bogotá, Colombia 1999, p. 13.  
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además que “… que debe someterse a sanción penal a todos aquellos que 
cumplan las conductas descritas de antemano por la ley y solamente a 
ellos”68 
 
Concluyendo el Doctrinante Reyes Echandía69: 
 
“Siendo, pues, la tipicidad – dice acertadamente FOLCHI – “una función 
por la cual se adecuan los hechos de la vida real a los preceptos 
penales y teniendo estos últimos los caracteres impostergables de 
taxatividad en su formulación, proporcionalidad en la relación daño – 
castigo y rigidez en cuanto a la apreciación judicial, no permitiéndose el 
libre arbitrio del intérprete, fácil resulta colegir que por intermedio de 
aquella se practican los fines de la seguridad jurídica que toda 
colectividad requiere de manera impostergable”70 Concluyendo 
finalmente el Doctrinante, que no es posible dictar sentencia 
condenatoria sin que esté plenamente probada “la infracción por la cual 
se llamó a juicio”71 
 
Doctrina aplicable al derecho disciplinario, sostenida igualmente por sus 
Doctrinantes, cuando al estudiar la estructura de la falta disciplinaria, como lo 
hace expresamente Sánchez Herrera72, consideran que: 
 
“La falta disciplinaria se presenta cuando el servidor público, en ejercicio 
o por razón del cargo, realiza un comportamiento contrario a derecho – 
desvalor de acción -, injustificadamente, pues con su conducta violentó 
normas subjetivas de determinación (de deber – Constitución – Ley, de 
mando, de prohibición), elementos que conducen a la configuración de 
la infracción disciplinaria, esto es, a la suma de dos elementos 
relevantes para este régimen como son el acto ilícito sustancial más la 
culpabilidad – exigibilidad o motivación – en una de sus modalidades 
dolosa o culposa”. 
 
                                   
68 Ibíd., p. 15 
69 Ibíd., p. 15 
70 MARIO FOLCHI, ob. Cit. Pág. 152. Citado por REYES ECHANDÍA, Alfonso. Tipicidad. 
Segunda Reimpresión de la Sexta Edición – Editorial Temis S.A. Santa Fe de Bogotá – 
Colombia 1999, p. 15.  
71 REYES, Op. cit., p. 23. 
72 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Dogmática Practicable del Derecho Disciplinario. 
Preguntas y Respuestas” – Segunda Edición – Ediciones Nueva Jurídica. Bogotá. 2007, p. 
38 – 39. 
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Y así lo ha explicado el Consejo de Estado73, al expresar que la tipicidad 
como categoría dogmática del derecho disciplinario encuentra su razón de 
ser en el principio de legalidad, como expresión del debido proceso, lo cual 
implica que nadie puede ser juzgado si no por una infracción, falta o delito 
contemplado previamente en la ley. Principio que, en términos de la Corte 
Constitucional74 “cumple con la función de garantizar, por un lado, la libertad 
y seguridad individuales al establecer en forma anticipada, clara e inequívoca 
qué comportamientos son sancionados, y de otro proteger la seguridad 
jurídica”. 
 
Entonces, en cumplimiento del principio de legalidad, la sanción disciplinaria 
debe estar consagrada expresamente en el ordenamiento jurídico, procesal o 
sustancial, sin que le sea permitido a la autoridad disciplinaria realizar una 
aplicación extensiva o por vía analógica. En otras palabras, la sanción debe 
ser preexistente a la conducta disciplinaria que le da lugar, a la conducta 
tipificada como falta disciplinaria, que para nuestro estudio es el actual 
Código Disciplinario Único expedido por la ley 734 de 2002, derogado por la 
Ley 1952 de 2019, por medio de la cual se expide el Código General 
Disciplinario, cuya vigencia se encuentra prorrogada por la ley 1955 del 25 de 
mayo del año 2019, por medio de la cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo – PND, publicada en el diario oficial 50.964 de fecha 25 de mayo 
del año 2019, que en su artículo 140 prevé que su vigencia se prórroga hasta 
el 1º de julio del año 2021, que desarrollan la facultad prevista por el artículo 
278 de la Constitución Política, cuando consagra que el Procurador General 
de la Nación ejercerá de manera directa, entre otras funciones: “1. 
Desvincular del cargo, previa audiencia y mediante decisión motivada, al 
                                   
73 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A. (17 de mayo de 2018). Radicación No. 11001-03-25-000-2013-01092-
00(2552-13). CP. William Hernández Gómez. Demandante Francisco Javier Guillermo 
Barreto en contra de la Contraloría General de la República. 
74 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-769 de 1999. MP. Antonio Barrera Carbonell. 
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funcionario público que incurra  en alguna de las siguientes faltas: infringir de 
manera manifiesta la Constitución o la ley, derivar evidente e indebido 
provecho patrimonial en el ejercicio de su cargo o de sus funciones, 
obstaculizar, en forma grave, las investigaciones que realice la Procuraduría 
o una autoridad administrativa o jurisdiccional, obrar con manifiesta 
negligencia en la investigación y sanción de las faltas disciplinarias de los 
empleados de su dependencia o en la denuncia de los hechos punibles de 
que tenga conocimiento en razón del ejercicio de su cargo”. 
 
En ese sentido, el artículo 4º del Código Disciplinario Único75 y a su vez el 
artículo 4º del Código General Disciplinario76, prevén, el principio de 
legalidad. 
 
Por su parte el artículo 23 del Código Disciplinario Único y el 26 del Código 
General Disciplinario, definen que constituye falta disciplinaria y, por lo tanto, 
da lugar a la imposición de la sanción disciplinaria correspondiente la 
incursión en cualquiera de las conductas previstas en el código que conlleven 
el incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y 
funciones, prohibiciones y violación al régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar 
amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad 
contempladas en esta ley. 
 
                                   
75 Código Disciplinario Único, Ley 734 de 2002. Artículo 4º. Legalidad.  El servidor público y 
el particular que los casos previstos en este código sólo serán investigados y sancionados 
disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al 
momento de su realización”. 
76 Código General Disciplinario Único, Ley 1952 de 2019. Artículo 4º. Legalidad. “Los 
destinatarios de este código solo serán investigados y sancionados disciplinariamente por 
comportamientos que estén descritos como falta en ley vigente al momento de su 
realización. La preexistencia también se predica de las normas complementarias. La labor de 
adecuación típica se someterá a la aplicación de los principios de especialidad y 
subsidiaridad.” 
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Es así entonces que en nuestro régimen disciplinario el principio de legalidad 
se concreta en el principio de tipicidad, y así lo ha considerado la doctrina 
cuando ha expuesto que el principio de legalidad encuentra parte importante 
de su desarrollo en los tipos sancionatorios, los cuales constituyen 
formulaciones abstractas e hipotéticas que hace el legislador de los 
comportamientos que por acción u omisión considera lesivos los bienes 
jurídicos objeto de protección, y cuyo tratamiento se concreta en el 
denominado principio de tipicidad77 
 
Ahora bien, esos principios de legalidad y tipicidad en materia disciplinaria, 
exigen de la autoridad disciplinaria, un estricto razonamiento jurídico, a fin de 
garantizar seguridad jurídica en la enmarcación de la conducta investigada 
en el tipo disciplinario, toda vez que el origen de la misma está en el deber 
funcional del que es titular el servidor público y/o particular que ejerce 
funciones públicas y, la infinidad de conductas públicas existentes en la 
administración pública, hace imposible la tipificación precisa de acciones u 
omisiones que la afectan, siendo necesario que el Legislador, tipifique las 
conductas constitutivas de faltas disciplinarias en tipos abiertos, que suponen 
un amplio margen de valoración y apreciación, lo que ha denominado la 
doctrina como sistema amplio y genérico de incriminación, llamado numerus 
apertus, en virtud del cual no se describen directamente las faltas 
disciplinarias sino que se debe remitir a la constitución, ley o reglamento que 
prevé la estricta prohibición, extralimitación, inhabilidad, incompatibilidad, 
impedimento o conflicto de intereses.  
 
Como consecuencia de ello, la autoridad disciplinaria cuenta con cierto 
margen hermenéutico para interpretar y aplicar la norma, circunstancia que 
                                   
77 ISAZA SERRANO, Carlos Mario. Teoría General del Derecho Disciplinario. Aspectos 
Históricos, sustanciales y procesales, Segunda Edición. Editorial Temis Obras Jurídicas. 
2009, p. 94–95.  
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ha sido reconocida por la Corte Constitucional78 y el Consejo de Estado79, 
aduciendo que el investigador cuenta con un margen amplio para establecer 
si la conducta objeto de la investigación se subsume o no en los supuestos 
de hecho de los tipos legales80; amplitud que la misma Corporación aclara no 
puede entenderse, bajo ningún punto de vista, con la concesión de permisos 
para interpretar de manera subjetiva los distintos ingredientes normativos que 
componen las faltas disciplinarias. Es decir, dicho proceso de adecuación e 
integración normativa no puede ser arbitrario, sino que debe obedecer a un 
ejercicio racional y sistemático de las normas aplicables, analizadas a la luz 
de los criterios jurisprudenciales y doctrinales que las hayan estudiado.  
 
Es así entonces, que la tipicidad disciplinaria se manifiesta en incumplimiento 
de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, 
prohibiciones y violación al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, 
impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de 
las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en esta ley, y así 
lo exponen Roa Salguero y Ferrer Leal81 cuando afirman que: 
 
Es pertinente la inclusión de los deberes y las prohibiciones en el 
concepto de tipo, toda vez que la suma del deber y su incumplimiento o 
la prohibición y su incursión en ella, arrojan como resultado la comisión 
                                   
78 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C -404 2001. MP Marco Gerardo Monroy Cabra. 
79 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A. (17 de mayo de 2018). Radicación No. 11001-03-25-000-2013-01092-
00(2552-13). CP. William Hernández Gómez. 
80 “(…)como consecuencia de ello se ha avalado, desde un punto de vista constitucional, la 
inclusión de conceptos jurídicos indeterminados y la formulación de los tipos abiertos y en 
blanco que están redactados con una amplitud tal que hace necesario remitirse a otras 
normas en las que se encuentren consagrados los deberes, las funciones o las prohibiciones 
que se imponen en el ejercicio del cargo, y que exigen un proceso de hermenéutica 
sistemática lógica que demuestre en forma congruente cómo la conducta investigada se 
subsume en la descrita por la ley.”  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Segunda, Subsección A. (17 de mayo de 2018). Radicación No. 
11001-03-25-000-2013-01092-00(2552-13). CP. William Hernández Gómez. 
81 ROA SALGUERO, David Alonso y FERRER KEAK Héctor Enrique. La Falta Disciplinaria 
en la Contratación Estatal. Conforme a la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 2474 de 2008. 
Segunda Edición. Ediciones Nueva Jurídica, 2009, p. 49. 
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de una falta disciplinaria. Igualmente sucede con el tema de las 
inhabilidades, incompatibilidades y conflicto de intereses. 
 
Ahora bien, dentro de esa tipicidad que se concreta en la estructuración del 
tipo disciplinario, debemos observar que de conformidad con el artículo 42 
del Código Disciplinario Único y el 46 del Código General Disciplinario, las 
faltas son gravísimas, graves y leves, en donde las primeras, es decir las 
faltas gravísimas se encuentran expresamente definidas en el Código, y las 
graves y leves son tipos abiertos, por cuanto el legislador se remite a otro 
ordenamiento jurídico para precisarlos y complementarlos, siendo entonces 
necesario realizar por parte de la autoridad disciplinaria una adecuación 
típica, de lo contrario sin que exista esa norma que precisa los deberes y 
prohibiciones, la conducta investigada no existe. Y en ese proceso de 
adecuación de la conducta que investiga la autoridad disciplinaria, en el tipo 
disciplinario, se debe realizar una valoración y apreciación jurídica estricta, 
para encuadrarla en el deber previamente descrito y del que es titular el 
investigado,  sin que de ninguna manera pueda acudir a una justificación de 
discrecionalidad, para dar interpretación subjetiva alguna, toda vez que los 
deberes y prohibiciones funcionales, poseen una regulación previa 
específica, que por demás facilita el ejercicio del derecho de defensa toda 
vez que la tipicidad, es garantía de conocer claramente la conducta por la 
que se le investiga al servidor público y sus consecuencias, facilitando 
conocer desde apertura del proceso disciplinario, la escogencia de una teoría 
de defensa. 
 
1.1.3 La motivación de la decisión final y su relación con el pliego de 
cargos: el respeto del principio de congruencia.  
El principio de congruencia tiene como finalidad la armonía, consonancia, 
concordancia y/o coherencia entre las diferentes etapas del proceso 
disciplinario, en especial entre las valoraciones fácticas, probatorias y 
jurídicas del pliego de cargos y el fallo definitivo, y así se puede determinar 
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de lo considerado por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en 
Sala Penal82, cuando expone: 
 
“(…) De forma reiterada esta Corporación ha precisado que la 
consonancia que debe existir entre el sentido del fallo y la sentencia es 
un elemento estructural del debido proceso. En la decisión CSJ SP, 23 
Sep. 2015, Rad. 40694 se hizo un amplio recorrido por la respectiva 
línea jurisprudencial y se reiteraron las razones que sustentan esta 
regla, entre ellas:  
 
[e]l fallo conforma un todo inescindible, un acto complejo, una unidad 
temática, entre el anuncio público y la sentencia finalmente escrita, 
debiendo, por tanto, ser coincidentes sus alcances.83 
 
Determinación aquella (el sentido del fallo), que además de garantizar el 
pronto conocimiento de la decisión adoptada, resulta consecuente con 
los principios de inmediación, concentración e inmutabilidad, que rigen el 
proceso penal, razones que justifican, desde el punto de vista de la 
legitimidad de la decisión judicial, su aspiración de corrección en la 
determinación del juez de conocimiento, por lo que resulta inconveniente 
en términos de coherencia y seguridad jurídica la posibilidad que ante la 
variación de su criterio pudiera modificar el anunciado sentido del fallo. 
 
De esta manera se comprende que no resulta refractario con el valor 
justicia, la reivindicación del debido proceso constitucional como 
garantía inalienable, la misma que resultaría sacrificada si se admitiera 
la modificación del sentido del fallo, pues significaría ello el 
desconocimiento de la secuencia lógica y coherente de los actos 
procesales que determinan la existencia del proceso como instrumento 
legítimo precisamente para la consecución de la justicia material, 
cometido que igual queda salvaguardado con la existencia de los medios 




Consideraciones aplicables al proceso disciplinario, en razón a su carácter 
punitivo, que busca que se obre con absoluta lealtad y buena fe de quienes 
                                   
82 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. (10 de agosto del año 2016). 
Radicación No. 46537. MP. Patricia Salazar Cuéllar. Aprobado Acta No. 243 – SP – 11144 – 
2016 – 10 de agosto del 2016, p. 10 – 11. 
83 CSJ SP, 17 sep. de 2007, Rad. 27336; CSJ SP, 3 de mayo. 2007, Rad. 26222. Sentencia 
citada por Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. (10 de agosto del año 2016). 
Radicación No. 46537. MP. Patricia Salazar Cuéllar. Aprobado Acta No. 243 – SP – 11144 – 
2016 – 10 de agosto del 2016. 
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intervienen en la actuación, que no pueden ser sorprendidos ni afectados con 
nuevas decisiones que desconocen el surgimiento de derechos en el sentido en 
que puede darse el fallo definitivo. 
 
Y así lo ha aceptado la Procuraduría General de la Nación, en general en sus 
pronunciamientos, y recientemente en su Sala Disciplinaria, tal como se 
puede evidenciar a continuación: 
 
1.- La Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, Procurador 
Delegado Dr. Alfonso Cajiao Cabrera, en providencia de fecha 3 de abril del 
año 2018, radicación 161-7171 IUS-2015-309686 (IUC-D-2015-812-799597), 
Acta Sala No. 16, consideró que el principio de congruencia en materia 
disciplinaria, impone que exista una concordancia entre el fallo y el acto de 
formulación del pliego de cargos, esto quiere decir que en el fallo no puede 
existir ni endilgarse una falta o conducta distinta de la que fue imputada en 
dicha providencia. En virtud de lo dispuesto en el artículo 163 del C.D.U., el 
pliego de cargos debe contener la descripción y determinación de la 
conducta, con indicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en 
que se realizó, las normas vulneradas, el concepto de la violación, la 
identificación del autor y la denominación del cargo o función desempeñada 
en la época de realización de la conducta, lo anterior, con el fin de garantizar 
los derechos del debido proceso, defensa y contradicción del investigado.  
 
Trae la Sala Disciplinaria a su estudio providencia de la Sección Segunda del 
Consejo de Estado84, en que se expone: “principio de congruencia en cuanto 
establece como uno de los requisitos de la decisión o «fallo» disciplinario «4. 
El análisis y la valoración jurídica de los cargos, de los descargos y de las 
                                   
84  CONSEJO DE ESTADO. Sección Segunda, Subsección B, Rad. 11001-03-25-000-2012-
00115-00(0475-12) 17 de agosto de 2017. Citada por La Sala Disciplinaria de la 
Procuraduría General de la Nación, Procurador Delegado Dr. Alfonso Cajiao Cabrera, en 
39 
alegaciones que hubieren sido presentadas», es decir, se plantea un 
silogismo que sustancialmente debe resultar lógico y válido desde el inicio de 
la investigación disciplinaria hasta la decisión que imponga la sanción, si hay 
lugar a esta, pues no puede ser que el servidor público sea penado por una 
conducta no atribuida como falta disciplinaria desde el comienzo de la 
actuación, o que se haya variado la imputación fáctica o jurídica al margen de 
las causas, de las oportunidades y sin las formalidades previstas en la ley” 
 
2.- Igualmente, La Sala Disciplinaria de la Procuraduría General de la Nación, 
Procurador Delegado Dr. Alfonso Cajiao Cabrera, en providencia de fecha 26 
de junio del año 2018, radicación 161 – 6585 (IUS-2013-264026 IUC-D-2013-
652-630383), Acta de Sala Ordinaria No. 40, reiteró frente el principio de 
congruencia, la obligación de coherencia entre la conducta relacionada en el 
pliego de cargos y lo que es objeto de sanción disciplinaria en el fallo, 
estando proscrito apartarse de la imputación por la cual se impuso la 
sanción. 
  
Consideraciones que son plasmadas en el Código Disciplinario Único en su 
artículo 170 y en el Código General Disciplinario, en su artículo 231, cuando 
consagran el contenido que debe llevar el fallo, relacionando los siguientes 
requisitos: (i) La identidad del disciplinado. (ii)  Un resumen de los hechos. 
(iii) El análisis de las pruebas en que se basa. (iv) El análisis y la valoración 
jurídica de los cargos, de los descargos y de las alegaciones que hubieren 
sido presentadas. (v) El análisis de la ilicitud del comportamiento. (vi) El 
análisis de la culpabilidad. (vii) La fundamentación de la culpabilidad. (viii) La 
fundamentación de la calificación de la falta. (ix) Las razones de la sanción o 
de la absolución y (x) La exposición fundamentada de los criterios tenidos en 
cuenta para la graduación de la sanción y la decisión en la parte resolutiva. 
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2015-812-799597), Acta Sala No. 16 
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Principio que además debe observarse al resolver el recurso de apelación en 
contra del fallo disciplinario de primera instancia, en atención a que de 
conformidad con el artículo 171 del Código Disciplinario Único y el artículo 
234 del Código General Disciplinario, este recurso otorga competencia al 
funcionario de segunda instancia para revisar únicamente los aspectos 
impugnados y aquellos otros que resulten inescindiblemente vinculados al 
objeto de impugnación. 
 
Y así lo ha considerado el Consejo de Estado, cuando al estudiar la legalidad 
del acto administrativo disciplinario sometido a su conocimiento consideró 
que se respetó el principio de congruencia ente la acusación y la sanción, 
así: 
 
En otras palabras, se configuró la tipicidad e ilicitud sustancial de la 
conducta en cuanto tuvo la potencialidad de vulnerar el interés jurídico 
de la función pública y los fines de la actividad estatal, en oposición a los 
artículos 123 (inciso segundo)y 209 de la Constitución Política, 22 y 34 
(numerales 1 y 2) de la Ley 734 de 2002; 77 de la ley 80 de 1993; y 53 y 
59 del Código Contencioso Administrativo, con remisión al aparte de las 
funciones asignadas al profesional especializado 2028-18 (empleo 
desempeñado por la actora) en el manual de funciones de la entidad 
(Resolución 3104 de 2008), a que hizo alusión la Procuraduría en el 
pliego de cargos (ff. 653 a 655 y 744) y que dieron lugar a la sanción. Es 
decir, se respetó el principio de congruencia entre la acusación y la 
sanción85. 
 
1.2 LA MOTIVACIÓN Y LA APLICACIÓN DE LOS CRITERIOS DE 
CALIFICACIÓN Y GRADUACIÓN DE LA SANCIÓN FALTA 
DISCIPLINARIA 
 
Consecuente con lo que hemos estudiado hasta el momento frente a la 
necesidad de que exista congruencia86, armonía, consonancia, concordancia 
                                   
85 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B. CP. Carmelo Perdomo Cuéter. Sentencia de 22 de octubre de 2018. Actor: 
Mónica Yaneth Bolaños Pérez en contra de la Procuraduría General de la Nación. 
86 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia SU–901 de 05 de 1º de septiembre de 
2005, Expediente T–905903. MP. Dr. Jaime Córdoba Triviño. Acción de Tutela Alcalde de 
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y/o coherencia entre las diferentes etapas del proceso disciplinario, en 
especial entre las valoraciones fácticas, probatorias y jurídicas del pliego de 
cargos y el fallo disciplinario definitivo, la autoridad disciplinaria debe realizar 
un juicio de proporcionalidad y razonabilidad, en atención a que entra en 
juego la valoración de deberes y derechos, requiriendo realizar una medición 
de uno de estos derechos frente a otros del sujeto disciplinable, obedeciendo 
criterios que apunten a la razón, la lógica, sentido común, la verdad87 
procesal mas no a criterios subjetivos, en favor o en contra por conceptos de 
religión, sexo, ideología política, es decir se debe dentro del marco previsto 
en Código Disciplinario Único como en el del Código General Disciplinario, 
estudiar y conocer las faltas y los criterios para determinar la gravedad o 
levedad de las mismas. 
 
Y así lo consideró desde el año 2002 la Corte Constitucional, cuando 
expresa88 (desde) un punto de vista abstracto, la proporcionalidad es un 
concepto racional cuya aplicación busca colocar dos magnitudes en relación 
de equilibrio. El concepto de proporcionalidad remite a la relación de 
equilibrio entre distintos pares de conceptos, como supuesto de hecho y 
consecuencia jurídica, afectación y defensa, ataque y reacción. (La) 
                                                                                                    
Popayán José Gabriel Silva Riviere contra la Procuraduría General de la Nación – “La 
congruencia entre el pliego de cargos y el fallo debe ser personal, fáctica y jurídica. Las dos 
primeras son absolutas en tanto que la última es provisional ya que la calificación de la 
conducta puede ser degradada en el fallo. En el caso planteado, la congruencia personal y la 
congruencia fáctica se mantuvieron invariables, en tanto que la congruencia jurídica se varió 
de una conducta dolosa a una culposa. Pero esto no entraña irregularidad procesal alguna 
pues es consistente con el hecho de haberse aprobado un acta de liquidación pese a la 
realización parcial de la obra, el pago de su valor total y el incremento patrimonial 
injustificado del contratista” 
87 MICHELE TARUFFO. Simplemente La Verdad. El juez y la construcción de los hechos. 
Filosofía Y Derecho – Marcial Pons, Madrid/Barcelona/Buenos Aires, 2010. Traducción de 
Daniela Accatino Scagliotti, p. 102: La verdad es objetiva y depende de la realidad de los 
hechos de los que se habla. 
88 Corte Constitucional, sentencia – C – 916 de 29 de octubre del año 2002. M.P. MANUEL 
JOSÉ CEPEDA ESPINOSA. Cita: Cesar Augusto Londoño Ayala. Principio de 
proporcionalidad en el derecho procesal penal. Ediciones Nueva Jurídica, Bogotá 2009. p. 
55. 
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proporcionalidad se ha asociado a conceptos e imágenes como la balanza, la 
regla o el equilibrio. 
 
Y en ese sentido la doctrina penal89 ha considerado: 
 
(…) La razonabilidad como fenómeno de ponderación es un principio 
que se contextualiza en el ámbito de las limitaciones de la libertad 
individual. Éste principio es expresado en la fórmula de ROMAGNOSI: el 
mínimo de sacrificio con el máximo de los resultados90. Sustenta este 
axioma, que toda reglamentación debe tratar de no alterar la esencia de 
los derechos que regla o aplica91. 
 
El fallo disciplinario, debe buscar un equilibrio de las diversas circunstancias 
fácticas y jurídicas, contrapuestas en el debate procesal, realizando un 
análisis argumentativo, aplicando además un criterio de racionalidad, debe 
ser razonable. 
 
El Código Disciplinario Único prevé en su Título V, las faltas y sanciones, en 
su capítulo 1º su clasificación y connotación, seguramente previendo que 
para entender y aplicar las sanciones, se debe estudiar y conocer las faltas y 
los criterios para determinar la gravedad o levedad de las mismas, es así 
como en sus artículos 44, 45, 46 y 47 establece las clases de sanciones, la 
definición de las sanciones, el límite de las sanciones y, los criterios para la 
graduación de las sanciones, respectivamente.  
   
E igualmente lo consagra el Código General Disciplinario en su Título V, 
sobre las faltas y sanciones disciplinarias, capítulo I, sobre clasificación y 
                                   
89 LONDOÑO AYALA. Cesar Augusto. Principio de proporcionalidad en el derecho procesal 
penal.  Ediciones Nueva Jurídica – Bogotá, 2009. p. 55. 
90 LINARES QUINTERO, Segundo V. Tratado de interpretación constitucional. Principios, 
métodos y enfoques para la aplicación de las constituciones. Abeledo – Perrot. Buenos 
Aires. Pág. 568. Cita: LONDOÑO AYALA. Cesar Augusto. Principio de proporcionalidad en el 
derecho procesal penal. Ediciones Nueva Jurídica – Bogotá 2009. p. 77-78. 
91 Ibíd. p 568 – 569. Cita: LONDOÑO AYALA. Cesar Augusto – Principio de proporcionalidad 
en el derecho procesal penal – Ediciones Nueva Jurídica – Bogotá 2009. p. 77-78. 
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connotación de las faltas disciplinarias, es así como en su artículo 46, 
consagra que las faltas disciplinarias son gravísimas, graves y leves,  y en 
sus artículos 48 y 49, las clases y límites de las sanciones disciplinarias de 
manera gradual, dependiendo de la falta y de la culpabilidad y, por su parte el 
Libro II – Parte Especial – Título Único – sobre la Descripción de las Faltas 
Disciplinarias en particular, trae dos capítulos I y II, en los que se distinguen 
las faltas gravísimas y las graves y leves, respectivamente, cuando en su 
artículo 67, establece que constituye falta disciplinaria grave o leve, el 
incumplimiento de los deberes, el abuso de los derechos, la extralimitación 
de las funciones o la incursión en prohibiciones, salvo que la conducta esté 
prevista como falta gravísima. Consagrando en su inciso segundo que, la 
gravedad o levedad de la falta se establecerá de conformidad con los 
criterios señalados en el Art. 47 del Código Disciplinario Único92 como 
igualmente en el artículo 47 del Código General Disciplinario93.   
                                   
92 Código Disciplinario Único. Artículo 47: Criterios para determinar la gravedad o levedad de 
la falta disciplinaria. Las faltas gravísimas están taxativamente señaladas en la ley. Se 
determinará si la falta es grave o leve de conformidad con los siguientes criterios: 
1. La naturaleza esencial del servicio.  
2. El grado de perturbación del servicio.  
3. La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución.  
4. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado.  
5. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo 
en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la 
confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o 
función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a 
cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o condiciones 
de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas.  
6. Los motivos determinantes del comportamiento. 
7. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o 
servidores públicos. 
93 Código General Disciplinario. Artículo 47: Criterios para determinar la gravedad o levedad 
de la falta disciplinaria. Las faltas gravísimas están taxativamente señaladas en la ley. Se 
determinará si la falta es grave o leve de conformidad con los siguientes criterios:  
1. La naturaleza esencial del servicio.  
2. El grado de perturbación del servicio.  
3. La jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución.  
4. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado.  
5. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo 
en cuenta el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la 
confianza depositada en el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o 
función, el grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a 
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La lectura sistemática de estas disposiciones, ratifica que las faltas 
disciplinarias, están clasificadas como gravísimas, graves y leves, y que 
dependiendo del grado de punibilidad de la conducta pueden ser imputadas a 
título de dolo o culpa; que las faltas gravísimas están expresamente 
consagradas en el Código Disciplinario y, conforme al sistema incriminativo 
de números apertus o abiertos, las faltas que no se encuentren tipificadas 
como gravísimas, pueden ser imputadas a título de graves o leves, 
otorgándole a la autoridad disciplinaria una facultad discrecional reglada y, 
así lo ha considerado el profesor MARÍN HERNÁNDEZ94 cuando expone: 
 
(…) En materia disciplinaria se da la particularidad, además, de que hay 
en el derecho positivo referencia especial al principio de 
proporcionalidad, puntualmente en el artículo 18 de la ley 738 de 2002, 
de conformidad con el cual la sanción disciplinaria debe corresponder a 
la gravedad de la falta cometida y la graduación prevista en la ley, lo 
cual va de la mano con la comprensión de la Corte Constitucional en el 
sentido de que “respecto de la sanción administrativa, la 
proporcionalidad implica también que ella no resulte excesiva en rigidez 
frente a la gravedad de la conducta, ni tampoco carente de importancia 
frente a esa misma gravedad”95 
 
                                                                                                    
cometerla, o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o condiciones 
de difícil prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas. 
6. Los motivos determinantes del comportamiento. 
7. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o 
servidores públicos. 
Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta, que se apreciarán teniendo en 
cuenta el cuidado empleado en su preparación, el nivel de aprovechamiento de la confianza 
depositada en el investigado o de la que se derive de la naturaleza del cargo o función, el 
grado de participación en la comisión de la falta, si fue inducido por un superior a cometerla, 
o si la cometió en estado de ofuscación originado en circunstancias o condiciones de difícil 
prevención y gravedad extrema, debidamente comprobadas.  
6. Los motivos determinantes del comportamiento. 
7. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o 
servidores públicos.  
94 MARÍN HERÁNDEZ Hugo Marín. El principio de proporcionalidad en el derecho 
administrativo colombiano- Serie Derecho Administrativo 31. Universidad Externado de 
Colombia – Primera Edición – Bogotá noviembre de 2018, p. 73 – 74.  
95 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–125 de 2003. Citada por MARÍN HERÁNDEZ 
Hugo Marín “El principio de proporcionalidad en el derecho administrativo colombiano- Serie 
Derecho Administrativo 31” Universidad Externado de Colombia. 1ª Edición. Bogotá, 2018, p. 
73–74. 
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Y es en este momento en que debemos retomar también el principio de 
culpabilidad propio del derecho disciplinario, a efectos de aplicar los criterios 
de graduación de la sanción, en consideración a que el régimen disciplinario, 
se enmarca dentro de una responsabilidad subjetiva, teniendo en cuenta que 
este principio está previsto en el artículo 13 del Código Disciplinario Único, 
cuando consagra que: “Artículo 13. Culpabilidad. En materia disciplinaria 
queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son 
sancionables a título de dolo o culpa”, como igualmente en el artículo 10 del 
Código General Disciplinario, cuando dispone: “Art. 10. Culpabilidad. En 
materia disciplinaria solo se podrá imponer sanción por conductas realizadas 
con culpabilidad. Las conductas solo son sancionables a título de dolo o 
culpa. Queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva”.  
Disposiciones que lo prevén como principio y elemento estructural de la 
responsabilidad disciplinaria, es decir dentro de este margen las conductas 
solo son sancionables a título de dolo y culpa, cuya definición se encuentra 
en los artículos 28 y 29 del Código General Disciplinario. 
 
Principio de culpabilidad que debe ser acompañado al momento de imponer 
la sanción disciplinaria de los principios de proporcionalidad y razonabilidad 
de la sanción disciplinaria96, igualdad97, favorabilidad98, ilicitud sustancial99, 
motivación100, congruencia101, prevalencia de los principios rectores e 
integración normativa102. 
 
SÁNCHEZ HERRERA103, considera: 
                                   
96 Artículo 18 CDU y 6 CGD 
97 Artículo 15 CDU y 7 CGD 
98 Artículo 14 CDU y 8 CGD 
99 Artículo 5 CDU y 9 CGD 
100 Artículo 19 CDU y 19 CGD 
101 Artículo 20 CGD 
102 Artículo 21 CDU y 22 CGD 
103 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Dogmática Practicable del Derecho Disciplinario. 
Preguntas y Respuestas. Tercera Edición – Ediciones Nueva Jurídica. 2012. p. 72. 
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La culpabilidad disciplinaria se hace recaer, por una parte, en el juicio de 
reproche que se presenta por la exigibilidad de comportamiento diverso 
en que podía y debía actuar el agente y, por otra, en la accesibilidad 
normativa que el disciplinado tenía al momento de cometer el hecho o la 
posibilidad de conocer la prohibición, y en el dolo y la culpa. Entran en 
consideración en esta temática los conceptos de conocimiento actual de 
la ilicitud, conocimiento potencial y conocimiento eventual. Es actual es 
aquel que se requiere en el preciso momento de comisión de la falta, el 
potencial hace referencia a la posibilidad de actualizar el conocimiento 
de lo ilícito cuando se comete la conducta infractora, y el eventual 
concierne a la cantidad de conocimiento; aquí entran en juego las 
llamadas dudas irresolubles. 
 
Es así como es consecuencia del anterior contexto normativo y doctrinario, el 
deber de la autoridad disciplinaria de motivar y determinar los criterios de 
graduación de la sanción a aplicar una vez realizada la adecuación típica y 
realizada la valoración probatoria sobre la existencia de responsabilidad 
disciplinaria; es decir la motivación104 debe señalar las razones por las cuales 
se considera que las conductas presuntamente disciplinarias investigadas 
resultan probadas según criterios objetivos y racionalmente controlables, las 
razones en virtud de las cuales el fallador justifica su decisión sancionatoria y 
los criterios de determinación de la clase y graduación de la sanción; de 
manera que tanto el Código Disciplinario Único como el Código General 
Disciplinario prevén un marco sancionatorio del cual la autoridad no puede 
sustraerse, y por el contrario dentro del mismo debe desenvolver su 
actuación para tornarla legal y no afectarla de nulidad, recordando siempre 
que la motivación para la graduación de la sanción ante todo es reflejo de la 
verdad procesal y el medio de aplicación de justicia. 
 
Y así lo prevé la Corte Constitucional cuando en sentencia C–014 de 2004, 
consideró: 
 
                                   
104 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Procedimientos Administrativos y tecnología. 
Serie Derecho Administrativo 14- Universidad Externado de Colombia 125 Años. 1ª Edición, 
2011. p. 141. 
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Así el derecho disciplinario es uno de los ámbitos del derecho 
sancionatorio del Estado cuyo ejercicio no compromete la libertad 
personal de los sujetos disciplinados; que tienen un espacio de 
aplicación restringido en cuanto tan solo recae sobre quienes se hallan 
bajo el efecto vinculante de deberes especiales de sujeción; que formula 
una imputación que se basa en la infracción de deberes funcionales y en 
el que se aplican los principios que regulan el derecho sancionador 
como los de legalidad, tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad, 
responsabilidad, proporcionalidad y non bis in ídem, entre otros, pero, 
desde luego, con las matizaciones impuestas pos su especifica 
naturaleza. 
 
Entonces el Código Disciplinario, previamente determina un marco estricto en 
el que debe desarrollarse la actuación disciplinaria, de forzoso cumplimiento, 
dentro el cual la autoridad disciplinaria debe observar una conducta 
ponderada, mesurada, imparcial, ecuánime, motivada, razonada, justificada, 
respetuosa de los principios y normas rectoras que la orientan; preservando 
así el ordenamiento jurídico. Y así lo ha considerado el maestro 
SANTOFIMIO GAMBOA105, cuando expresa: 
 
En esta dirección, resultan de inevitable aplicación a los procedimientos 
administrativos, en aras de producir decisiones administrativas 
discrecionales realmente adecuadas al ordenamiento jurídico, las reglas 
derivadas de los principios constitucionales de la ponderación y la 
proporcionalidad. 
 
En relación con el primero podemos afirmar que la ponderación o 
balanceo106juega un papel trascendente siempre que no nos 
encontremos ante decisiones que estén simplemente dominadas por 
reglas que llamen a un simple ejercicio de subsunción normativa. 
 
                                   
105 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Procedimientos Administrativos y tecnología. 
Serie Derecho Administrativo 14- Universidad Externado de Colombia 125 Años. Primera 
Edición, 2011. 
106 ROBERT ALEXI. Ponderación, control de constitucionalidad y representación, México, 
Universidad Nacional Autónoma de México, 2006, p. 1. Cita. SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime 
Orlando. Procedimientos Administrativos y tecnología. Serie Derecho Administrativo 14- 
Universidad Externado de Colombia 125 Años. Primera Edición 2011. 
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En esa conducta ponderada que debe observar la autoridad disciplinaria, 
requiere estar inmersa de imparcialidad objetiva, como lo sostiene GÓMEZ 
PAVAJEAU107, al expresar: 
 
“La imparcialidad objetiva exige que los asuntos sometidos al juzgador le 
sean ajenos, de manera tal que no tenga interés de ninguna clase ni 
directo ni indirecto. Hace referencia a que un eventual contacto anterior 
del juez con el caso sometido a su consideración, desde un punto de 
vista funcional y orgánico, excluya cualquier duda razonable sobre su 
imparcialidad”108  
 
En el proceso disciplinario de la Ley 734 de 2002 no existe división de 
roles y el juez es, a la vez, parte. Aquí existe un enorme déficit de 
garantías que debe ser compensado con una aplicación rigurosa de los 
principios rectores del Derecho Disciplinario”. 
 
Por manera que dentro de esta actividad de ponderación, para efectos de la 
imputación del cargo, la autoridad disciplinaria al momento de valorar la 
conducta investigada, debe bajo el principio de culpabilidad109, determinar la 
existencia del conocimiento previo por parte del sujeto disciplinable en la 
realización de la misma, debidamente tipificada y, partiendo de ello debe 
estudiar la importancia del deber mayor importancia frente al conculcado 
como también las causales de exoneración de responsabilidad disciplinaria, y 
así lo expone el profesor SÁNCHEZ HERRERA110, cuando expone:  
 
En ese sentido el juez disciplinario deberá ponderar y justificar su 
razonamiento para concluir que una determinada causal, cuando se 
reconoce o estructura, termina eliminando una específica categoría de la 
falta. La ley no toma partido ni soluciona la problemática de las causales. 
                                   
107 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. La lucha por los derechos en el derecho disciplinario. 
A propósito de la anunciada reforma. Universidad Externado de Colombia, Segunda Edición, 
Bogotá, octubre de 2018, p. 217   
108 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–545 de 2008, citada por GÓMEZ PAVAJEAU, 
Carlos Arturo, LA LUCHA POR LOS DERECHOS EN EL DERECHO DISCIPLINARIO. A 
PRÓPOSITO DE LA ANUNCIADA REFORMA, Universidad Externado de Colombia, 
Segunda Edición, Bogotá octubre de 2018, p. 217. 
109 Artículo 13 CDU y 10 CGD 
110 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Dogmática Practicable del Derecho Disciplinario. 
Preguntas y Respuestas. 3ª. Edición, Ediciones Nueva Jurídica, 2012, p. 72. 
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Por lo tanto, es menester, en concreto, saber si una tal causal elimina la 
conducta, el ilícito o la culpabilidad. 
 
Al estudiar los principios constitucionales y legales que rigen en la imposición 
de las sanciones disciplinarias, en especial el principio de proporcionalidad, 
ISAZA SERRANO111, manifiesta:  
 
Esta negación generalizada de la discrecionalidad igualmente apunta a 
vincular al operador disciplinario a los límites legales de la sanción, en 
atención a que el principio de proporcionalidad puede ser violado no solo 
cuando aquella se impone por fuera del límite legal en cuanto a 
contenido y tiempo se refiere, sino también, cuando externamente 
respeta estos límites, pero internamente desconoce los criterios 
señalados para la seleccionarla o graduarla. Tales como la gravedad de 
la falta, el resarcimiento del perjuicio causado – aunque haya sido en 
forma parcial -, la situación económica del sancionado, el estipendio 
diario derivado de su trabajo y las demás circunstancias que indiquen su 
posibilidad de pagarla112  
 
En conclusión en nuestro derecho disciplinario no existe una facultad 
discrecional total, toda vez que tanto el desarrollo del proceso como el 
análisis de la responsabilidad, son eminentemente reglados y, así se 
determinan en el artículo 18 del Código Disciplinario Único como en el 
artículo 6º del Código General Disciplinario, cuando prevén que la imposición 
de la sanción disciplinaria deberá responder a los principios de 
proporcionalidad y razonabilidad, debe corresponder a la gravedad de la falta 
y la sanción debe corresponder a la clasificación de la falta y a su graduación 
de acuerdo con los criterios que el mismo código fija. 
 
Y dentro de esa discrecionalidad limitada, la autoridad disciplinaria debe 
acudir a los criterios de graduación y calificación de las faltas, como 
                                   
111 ISAZA SERRANO, Carlos Mario. Teoría general del derecho disciplinario. Aspectos 
Históricos, sustanciales y procesales, 2ª Edición. Editorial Temis Obras Jurídicas, 2009, p. 
94–95. 
112 VELASQUEZ VELASQUEZ, cita de ISAZA SERRANO, Carlos Mario. Teoría General del 
Derecho Disciplinario. Aspectos Históricos, sustanciales y procesales, 2ª Edición Editorial 
Temis Obras Jurídicas, 2009, p. 216.  
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herramientas que el profesor MARÍN HERNÁNDEZ113, denomina 
herramientas hermenéuticas, que deben nutrir el proceso argumentativo en el 
cual debe consistir el juicio de proporcionalidad que resulta menester 
adelantar en sede administrativa con el propósito de escoger la sanción. 
 
La autoridad disciplinaria dentro de ese marco legal de clases de faltas y 
sanciones, y criterios de graduación de éstas, asume su facultad al conocer 
las conductas presuntamente disciplinables, de determinar el supuesto de 
hecho que complementa la norma disciplinaria que prevé la falta y la 
consecuencia sancionatoria que le corresponde, sin que pueda serle 
admisible exceder su facultad sancionatoria, como lo consideró la Corte 
Constitucional en Sentencia C–125 de 2003, cuando consideró que “…En 
cuanto al principio de proporcionalidad en materia sancionatoria 
administrativa, éste exige que tanto la falta como la sanción correspondiente 
a la misma resulten adecuadas a los fines de la norma, esto es, a la 
realización de los principios que gobiernan la función pública. Respecto de la 
sanción administrativa, la proporcionalidad implica también que ella no 
resulte excesiva en rigidez frente a la gravedad de la conducta, ni tampoco 
carente de importancia frente a esa misma gravedad…”114.  
 
Y así lo estudia el profesor MARÍN HERNÁNDEZ115, cuando expone: 
 
Sin embargo, un análisis más detenido el principio de proporcionalidad 
conduce a identificar dentro de él tres subprincipios, etapas  o mandatos 
parciales116; el subprincipio o mandato de adecuación, de idoneidad o de 
congruencia,  por virtud del cual la medida limitadora de los derechos o 
                                   
113 MARÍN HERÁNDEZ Hugo Marín. El principio de proporcionalidad en el derecho 
administrativo colombiano. Ob. Cit., p. 73–74. 
114 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–125. (8 de febrero del 2003). Demanda de 
inconstitucionalidad en contra del numeral 11 y parágrafo segundo parcial del artículo 48 del 
CUD.  
115 MARÍN HERÁNDEZ Hugo Marín. El principio de proporcionalidad en el derecho 
administrativo colombiano. Ob. Cit, p. 34. 
116 Como ponen de presente, entre otros JAVIER BARNES VASQUEZ. “Introducción al 
principio de proporcionalidad en el derecho comparado y comunitario”, en Revista de 
Administración Pública, vol. 135, 1994, p.500; RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, La ponderación 
de bienes e intereses., op. Cit. p 25. 
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intereses del administrado debe ser útil, apropiada e idónea para 
obtener el fin buscado, esto es,  que el abanico de posibles medidas que 
ha de adoptar la Administración se limita a las que resulten  congruentes 
con el entramado fáctico del caso y aptas para la consecución del 
cometido fijado por el ordenamiento jurídico al atribuir la potestad 
correspondiente a la Administración;  el subprincipio o mandato de 
necesidad, intervención mínima o menor lesividad, de acuerdo con el 
cual  la adopción de la medida elegida debe ser indispensable, dada la 
inexistencia de una alternativa distinta que sea tan eficaz para satisfacer 
el fin de interés público al cual apunta, pero menos limitativa del otro u 
otros principios, derecho o intereses en tensión;  y en tercer lugar, el 
subprincipio o mandato de proporcionalidad en sentido estricto, de 
acuerdo con el cual debe producirse un equilibrio entre el perjuicio 
irrogado al derecho o interés que se limita y el beneficio que de ello se 
deriva para el bien jurídico que la medida prohíja117 
 
Al ser el fallo disciplinario, un acto administrativo de carácter particular y 
concreto, debemos igualmente estudiar el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que en su artículo 44 hace 
referencia a las decisiones discrecionales y, que prevé que en la medida en 
que el contenido de una decisión de carácter general o particular sea 
discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza, y 
proporcional a los hechos que le sirven de causa, imponiendo a la autoridad 
disciplinaria realizar una adecuada argumentación que parta de las 
conductas imputadas como faltas disciplinarias, realizando una valoración 
integral de las pruebas decretadas y practicadas hasta precisar los 
presupuestos de la responsabilidad disciplinaria del investigado. 
 
Entonces, la actuación de la administración encuentra límites en las normas 
superiores relacionadas con la búsqueda de los fines esenciales del Estado, 
previendo expresamente el artículo 44 ídem, el principio de proporcionalidad, 
y así lo sostiene el Consejo de Estado, cuando considera: 
                                   
117 RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, La ponderación de bienes e intereses., op. Cit. p 25; 
DESDENTADO DAROCA, Discrecionalidad administrativa…, op. cit. Pp. 160 – 161; LÓPEZ 
GONZÁLES, El principio general de proporcionalidad… op. Cit, p.o. 120 – 124 (…). Citado 
por MARÍN HERÁNDEZ Hugo Marín “El principio de proporcionalidad en el derecho 
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Por su parte, el Consejo de Estado ha sostenido que el principio de 
proporcionalidad, expresamente invocado en esta norma, no solo sirve 
como sustento y justificación de las actuaciones de la Administración, 
sino que, además, constituye una herramienta trascendental para 
efectos del control judicial del respectivo acto (C.E. secc. III, Sent. 
13/II/2008, exp. 17009)118 
 
El Código Disciplinario Único actualmente, y a su entrada en vigencia el 
Código General Disciplinario, configuran el régimen de sanciones 
disciplinarias que deben corresponder a sus fines y funciones, y así lo 
consagran sus artículos 16 y 5º, respectivamente, al establecer que la 
sanción disciplinaria tiene finalidad preventiva y correctiva, para garantizar la 
efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la Ley y los 
tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función 
pública. Situación jurídica prevista igualmente en sus artículos 20 y 11 ídem, 
respectivamente, cuando prevén que las finalidades del proceso son la 
prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda 
de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y garantías debidos 
a las personas que en él intervienen119.  
 
Previamente tanto el Código Disciplinario Único como el Código General 
Disciplinario, señalan en abstracto cuáles son sanciones a imponer, de 
acuerdo a la calificación de la falta y su gravedad, y sólo permite un margen 
                                                                                                    
administrativo colombiano- Serie Derecho Administrativo 31. Universidad Externado de 
Colombia, 1ª Edición, Bogotá, 2018, p. 34 
118 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Ley 1437 de 
2011. Comentado y concordado. Editor: JOSÉ LUIS BENAVIDES. 2ª Edición. Universidad 
Externado de Colombia 130 Años – Art. 44 - comentario, p. 163. 
119 Y así lo consideró el Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – 
Sección Segunda – Subsección B, en sentencia de 31 de mayo del año 2018 – cuando al 
realizar control judicial de una sanción de destitución con inhabilidad general de 12 años, 
considero que no se presenta las causales de nulidad de falta de motivación y desviación de 
poder, toda vez que las decisiones adoptadas por las Procuradurías Provincial de Pasto y 
Regional de Nariño se fundamentaron en hechos ciertos y reales, y la decisión estuvo 
motivada a proteger la moralidad administrativa y el buen funcionamiento de la educación en 
aras a garantizar el respeto que deben tener los docentes frente al alumnado y a la 
comunidad en general, de ahí  que la Sala advierta que los tipos en blanco o abiertos como 
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de discrecionalidad reglada por su naturaleza cuantificable, como es el 
tiempo de inhabilidad general y especial temporal, la suspensión y la multa; 
requiriendo así entonces de la autoridad disciplinaria una motivación 
cualitativa y cuantitativa y, así lo expone el profesor GÓMEZ PAVAJEAU120, 
cuando expresa que el tratamiento de los temas “calificación de las faltas” y 
“graduación de las sanciones disciplinarias” tiene elementos comunes que 
obligan a un tratamiento sistemático en un mismo lugar, toda vez que los 
criterios que los determinan operan como condiciones objetivas de 
punibilidad de naturaleza impropia. 
 
De acuerdo con lo anterior  no se debe entender por discrecionalidad, la 
facultad en la autoridad disciplinaria para actuar en forma subjetiva e 
inconsulta, toda vez que el régimen disciplinario ha aceptado que el fallo 
disciplinario como acto administrativo, debe contar con causa y fines legales, 
de lo contrario se tornaría nulo, es así entonces que la decisión disciplinaria 
debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza y proporcional a 
los hechos que le sirven de causa, materializando el derecho a un futuro 
control judicial, toda vez que como se ha expuesto en el curso del presente 
trabajo la autoridad disciplinaria como autoridad administrativa se encuentra 
sometida a unos límites, tales como el imperio de la Constitución y de la ley, 
los reglamentos, la jurisprudencia, las normas de reenvío, así como las 
finalidades del Código Disciplinario121. 
                                                                                                    
en el presente caso, se acuda al Código Penal para integrar la falta disciplinaria gravísima de 
manera objetiva sin necesidad de hacer una evaluación del tipo penal …”  
120 GÓMEZ PAVAJEAU Carlos Arturo. Dogmática del Derecho Disciplinario. Universidad 
Externado de Colombia, 2ª Edición, julio de 2002, p. 392. 
121 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-030 (01 de febrero de 2012). MP. Luis Ernesto 
Vargas Silva. Expediente D–8608. Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 34 
numerales 2 y 6 y numeral 45 del artículo 48 del CUD “En ese orden de ideas, es claro para 
esta Sala que las faltas disciplinarias, máxime cuando se trata de faltas gravísimas, no 
pueden quedar al arbitrio o libre interpretación del investigador disciplinario, sino que deben 
estar tipificadas de tal manera que el operador jurídico deba atenerse estrictamente a los 
criterios señalados por el Legislador, así como a las normas constitucionales, legales y 
reglamentarias que las complementen y que contengan los presupuestos normativos 
reguladores del ejercicio de la función disciplinaria, así como a los preceptos que consagren 
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2. EL CONTROL DE LOS MOTIVOS POR PARTE DEL JUEZ 




2.1 EL CAMBIO DE TESIS JURISPRUDENCIAL EN EL AÑO 2014: LA 
COSA DECIDIDA Y LA POSIBILIDAD DEL CONTROL INTEGRAL 
 
La potestad disciplinaria conlleva una función administrativa disciplinaria, que 
de conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política debe estar al 
servicio de los intereses generales y debe ser desarrollada con fundamento 
en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad122 y que se adelante en un plazo razonable123.  
Contexto constitucional, que enmarca al Estado Colombiano en el respeto de 
la dignidad humana, del trabajo y de la solidaridad de las personas que lo 
integran y en la prevalencia del interés general (artículo 1º de la Constitución 
Política); toda vez que entre sus fines está el de servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes que consagra la Constitución (artículo 2º). Y para cumplir 
o hacer efectivos esos postulados y asegurar el cumplimiento de las 
funciones del Estado, además de las tres ramas del poder público, cuenta 
con la Procuraduría General de la Nación (artículo 113 Constitución Política). 
 
Es así como el artículo 118 de la Constitución Política, prevé que al Ministerio 
Público le corresponde la guarda y la promoción de los derechos humanos, la 
                                                                                                    
los deberes, funciones, obligaciones o prohibiciones en concreto para el cargo o función 
pública encomendada”  
122 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C–252 de 2003. MP. Jaime Córdoba 
Triviño Expediente D–4180. Demanda de Inconstitucionalidad contra los artículos 48 numeral 
48, y 51 de la Ley 734 de 2002. 
123 RINCÓN CÓRDOBA, Jorge Iván. Tutela judicial efectiva, actuaciones administrativas y 
control judicial en el derecho regional europeo. Serie Derecho Administrativa 9. Universidad 
Externado de Colombia. 1ª edición, 2010, p. 73. 
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protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de quienes 
desempeñan funciones públicas124. 
 
La Procuraduría General de la Nación como las Oficinas de Control Interno 
Disciplinario de las Entidades Públicas, son de naturaleza administrativa125, 
por lo tanto no pueden desconocer los principios de orden constitucional que 
rigen la función administrativa, según el cual está al servicio de los intereses 
generales, y por lo tanto igualmente sujeta a control, como mecanismo que 
garantiza la buena marcha de la administración en beneficio de la 
comunidad126; revistiéndose entonces sus decisiones de un carácter 
administrativo, toda vez que poseen las siguientes características: (i) Son 
actos administrativos, que pueden carecer de alguno de sus elementos 
estructurantes, o incurrir en vicios en estos elementos, perneándose de 
nulidad. (ii) Son actos administrativos127, entonces que pueden ser 
demandados ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa128, toda vez que 
no llevan consigo una función jurisdiccional. (iii) Todas las actuaciones 
surtidas dentro del proceso disciplinario y su decisión, deben sujetarse a los 
principios de legalidad, en especial al debido proceso, en aras de garantizar 
                                   
124 Decreto 262 de 2000, por medio del cual se modifican la estructura y organización de la 
Procuraduría General de la Nación y de Estudios del Ministerio Público. 
125 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–244 (30 de mayo de 1996). MP. Carlos Gaviria 
Díaz. 
126 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–996 (19 de septiembre de 2001). MP. Alfredo 
Beltrán Sierra. 
127 CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil CP. Luis Fernando Álvarez 
Jaramillo – 23 de agosto de 2005 – Radicación No. 11001-03-06-000-2005-00001-00 (C) 
Actor Delegación Departamental de la Registraduría Nacional en Nariño en contra del 
Juzgado Promiscuo Municipal de El Tambo – Nariño.  
128 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-491 de 2001. MP. Jaime Araujo Rentería. 
Tema: Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 7 parcial, del decreto 262 de 2000 
– Considera la Corte en esta sentencia que las decisiones de Procurador General de la 
Nación “están sujetas a las acciones contencioso administrativas establecidas en las normas 
pertinentes, las cuales pueden ser ejercidas por los procesados disciplinariamente, cuando 
consideren que se les han vulnerado sus derechos. De conformidad con la Constitución 
“Toda persona investigada tiene derecho a impugnar os fallos disciplinarios condenatorios. 
Sin embargo, ello no excluye per se los procesos de única instancia, pues la impugnación no 
implica obligatoriamente que el fallo sea apelable, sino que el condenado pueda acudir – por 
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el derecho de defensa y el de la seguridad jurídica, para estar revestidas de 
validez. (iv) Son actos administrativos de carácter particular y concreto, toda 
vez que definen una situación individual propia del disciplinado, que en los 
términos del artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, pueden ser demandados a través del medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho129, cuando hayan sido 
expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin 
competencia, o en forma irregular, o con el desconocimiento del derecho de 
audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las 
atribuciones propias de quien los profirió. Motivos que constituyen causales 
de nulidad de conformidad con el artículo 137 ídem.  
 
Entonces al incurrir el acto administrativo disciplinario en causales de 
nulidad, el disciplinado puede solicitar su nulidad y el restablecimiento de su 
derecho inculcado, como garantía de respeto al principio de legalidad, 
haciendo efectivo el respeto a sus derechos constitucionales. 
 
Nulidad, que afecta la validez del acto administrativo disciplinario, como lo 
expone el profesor SÁNCHEZ HERRERA130 cuando manifiesta que: 
 
“la nulidad si bien es un estado de anormalidad del acto procesal, no es 
sanción, es un criterio normativo de carácter complejo que requiere por 
una parte hacer referencia a la situación de anormalidad del acto, a la 
causa que lo genera y por supuesto, también a la consecuencia y por 
tanto a su declaratoria procesal. (…). Nuestro concepto de nulidad parte 
                                                                                                    
medio de cualquier recurso – ante una autoridad con capacidad de revisar la decisión”, como 
sería en este caso, la jurisdicción contencioso administrativa. 
129 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. CP. 
Héctor J. Romero Paz. Bogotá 22 de marzo de 2007, Radicación No. 25000-23-25-000-
2006-02583-01 (AC) Actor Oscar Fernando Castillo en contra de la Procuraduría General de 
la Nación: “Al respecto se advierte que la pretensión del accionante es improcedente, en 
razón de que para ello cuenta con otro mecanismo de defensa judicial, esto es, la acción de 
nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos administrativos que le impusieron la 
sanción disciplinaria que considera lesiva de su derecho al debido proceso. 
130 SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel. Las Nulidades en materia Disciplinaria, Lecciones 
de Derecho Disciplinario Volumen 1, p. 229. 
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de que lo más importante de la definición es el estado de inidoneidad del 
acto para producir la finalidad a la que se dirige, pero sin desconocer 
que también trascienden la causa y la consecuencia. Ello es así en tanto 
la anormalidad del acto tiene una causa que la genera y es importante 
conocerla y la consecuencia importa porque se identifica con su 
declaratoria judicial. La anormalidad del acto se materializa con su 
declaratoria”. 
 
Como igualmente el doctrinando JAIME ORLANDO SANTOFIMIO131, desde 
1996, lo ha considerado, cuando expone:  
 
“El derecho positivo colombiano instituye algunas causales específicas 
tendientes a la estructuración de vicios invalidantes de los actos 
administrativos. Estas causales que podríamos calificarlas de generales 
de la teoría en nuestro derecho, se encuentran enunciadas en el Art. 84 
del Código Contencioso Administrativo, y aunque de manera antitécnica 
el legislador las ubicó al regular la acción de nulidad, debemos entender 
que proceden siempre que nos involucremos en el análisis de cualquier 
acto administrativo, así sea para efectos de controlarlo a través de la 
acción de nulidad o de cualquier otra que sea legalmente admisible 
contra un acto de esta naturaleza. 
 
La enunciación del Art. 84 del C.C.A, podemos resumirla en los 
siguientes vicios que generan respectivamente causales de nulidad: 
 
- Vicios referentes a la inobservancia de normas superiores a las que 
debía estar sujeto el acto. 
-  Vicios referentes a la expedición del acto por funcionario u 
organismos incompetentes. 
- Vicios referentes a la expedición irregular o con violación de los 
procedimientos a que debía estar sujeta la formación de acto 
administrativo. 
- Vicios por el desconocimiento del debido proceso o del derecho de 
audiencia o de defensa. 
- Vicios referentes a los falsos motivos invocados en el acto 
administrativo. 




Conforme a lo expuesto, una aproximación a la teoría de los vicios 
invalidantes de acto administrativo, no tiene otra finalidad que la de 
aproximarnos a los conceptos de respeto y acatamiento del estado de 
derecho y al sistema democrático de gobierno, permitiéndonos conocer 
                                   
131 SANTOFIMIO, Jaime Orlando. Acto Administrativo, Procedimiento, eficacia y validez. 
Universidad Externado de Colombia, reimpresión marzo 1996, p. 274 – 275. 
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las instituciones que rodean desde el punto de vista positivo, la 
formación de la voluntad de la administración. …” 
 
Entonces en razón de lo anterior, se puede considerar como causales 
genéricas de nulidad del acto administrativo disciplinario, conforme lo hemos 
estudiado en el presente trabajo, la infracción de normas superiores en que 
debía fundarse, la incompetencia, su expedición en forma irregular, 
desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa, falsa motivación, la 
falta de motivación y la desviación de poder. 
 
Y es así como descendiendo a nuestro derecho disciplinario, el Código 
Disciplinario Único, en su artículo 143 y el Código General Disciplinario en su 
artículo 202, prevén como causales de nulidad en el proceso disciplinario, 
aplicando las causales generales de nulidad del acto administrativo, la falta 
de competencia del funcionario para proferir el fallo, la violación del derecho 
de defensa del investigado y la existencia de irregularidades sustanciales que 
afecten el debido proceso. Causales de nulidad, que aún en ejercicio de auto 
control de legalidad, la autoridad disciplinaria puede decretar a solicitud de 
parte o de manera oficiosa, permitiéndole en instancia administrativa revisar, 
reponer o revocar sus decisiones. 
  
Entonces, sin duda alguna el acto administrativo disciplinario, es controlable 
integralmente por la Jurisdicción Contencioso Administrativo, cuyo objeto es 
la efectividad de los derechos reconocidos en la Constitución Política, la ley y 
la preservación del orden jurídico.  Y es aquí donde se hace importante 
retomar las diferentes posiciones y discusiones dadas en el Consejo de 
Estado, frente a su competencia para conocer los actos administrativos 
disciplinarios; discusiones que partieron desde considerar la inexistencia de 
control o intangibilidad de las decisiones disciplinarias, pasando luego a una 
etapa en que se limita a un control formal, encaminado a verificar el respeto a 
los principios del debido proceso y el derecho de defensa, arribando 
finalmente a una línea única, que considera que se trata de un control tanto 
de forma como de fondo, es decir un control integral con una tutela efectiva 
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de los derechos del disciplinado, que exige de los funcionarios que 
administran justicia actuar con independencia y autonomía132, que como lo 
expone el profesor RINCÓN CÓRDOBA133 se asegure una verdadera 
intervención judicial que propenda por el respeto, eficacia y la aplicación de 
los derechos fundamentales. 
 
Es claro que las autoridades disciplinarias en nuestro ordenamiento tienen un 
papel preponderante por su potestad sancionadora reglada que se ejerce con 
observancia de un debido proceso previamente establecido en la ley 
disciplinaria, y que se materializa en un acto administrativo, susceptible de 
control judicial, porque de lo contrario como lo expresa DÍAZ DIEZ134 se 
generaría una ruptura de la democracia y del Estado de derecho, como 
quiera que se protegerían zonas inmunes de la administración, que 
amenazan los derechos de los administrados, sin que ello implique que la 
jurisdicción contencioso administrativo, sustituya a la administración, sino que 
verificará la correcta utilización de esta potestad.   
 
Tanto la Corte Constitucional135 como el Consejo de Estado, principiaron 
colocando unos límites absolutos al ejercicio de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, por considerar que la autoridad disciplinaria, 
ostentaba la condición de juez natural del proceso disciplinario en virtud de la 
facultad otorgada por la Constitución Política, cuyos fallos eran verdaderos 
actos de justicia material; sustento que se realizaba teniendo en cuenta que: 
                                   
132 Autonomía e independencia atribuida por los artículos 228 y 230 de la Constitución 
Política. 
133 RINCÓN CÓRDOBA, Jorge Iván. Tutela judicial efectiva, actuaciones administrativas y 
control judicial en el derecho regional europeo. Serie Derecho Administrativa 9. Universidad 
Externado de Colombia, primera edición marzo de 2010, p. 13. 
134 DIAZ DIEZ, Cristian Andrés. La jurisdicción de lo contencioso administrativo. El control 
jurisdiccional especializado de la administración pública, dentro del Estado de derecho y la 
democracia. Universidad de Antioquia, Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Librería 
Jurídica Sánchez R. Ltda. CEDA-Centro de Estudios de Derecho Administrativo, 1ª Edición, 
2013, p. 341.       
135 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C–197 de 1999. MP. Antonio Barrera Carbonell. 
Expediente: D – 2172 – 7 de abril de 1999.  
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(i)  Es la Constitución Política, que en su artículo 277136, la que asignó a la 
Procuraduría General de la Nación, la función de ejercer la vigilancia superior 
de la conducta de quienes ejercen funciones públicas, e incluso los de 
elección popular; ejercer preferentemente el poder disciplinario; adelantar los 
procesos disciplinarios correspondientes e imponer las respectivas sanciones 
a que haya lugar; generando una intangibilidad a sus decisiones, 
otorgándoles prevalencia en su interpretación normativa y valoración 
normativa137.  (ii) El derecho disciplinario tiene origen constitucional, con 
independencia y autonomía, sin que sea necesaria la intervención de otras 
ramas del poder público.  (iii) No le corresponde a la jurisdicción contencioso 
administrativo realizar un nuevo análisis probatorio, sino que el proceso 
disciplinario adelantado y la decisión adoptada se ajuste a las previsiones 
legales. (iv) Que el proceso disciplinario está debidamente regulado en el 
                                   
136 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-438 de 1994. MP. Carlos Gaviria Díaz. Tema: 
Naturaleza jurídica de los actos por medo de los cuales se impone una sanción disciplinaria 
a los funcionarios de la Rama Judicial – Actor Manuel Iván Hidalgo Gómez: “… Es claro que 
cuando la sanción disciplinaria es impuesta por una autoridad judicial, el acto por medio del 
cual se resuelve sobre ella es de naturaleza jurisdiccional; pero cuando el acto sancionatorio 
proviene de la Procuraduría, es de naturaleza administrativa. Al respecto el artículo 277 de la 
Constitución señala en su inciso final, que, para el cumplimiento de sus funciones, “… la 
Procuraduría tendrá atribuciones de Policía Judicial…”, no jurisdiccionales – ver en 
concordancia los arts. 116 a 118 -; termina el último inciso del artículo 277 de la Carta, 
autorizando a la Procuraduría para “imponer las acciones que considere necesarias”, es 
decir, para procurar decisiones jurisdiccionales, no para proferirlas”. 
137 CONSEJO DE ESTADO.  Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección B. Sentencia de 12 de mayo del año 2011, Radicación No. 25000-23-25-000-
2002-09487 – 01 (0532-2010). CP. Víctor Hernando Alvarado Ardila. Actor David Turbay 
Turbay en contra de Procuraduría General de la Nación: “Entonces en línea de principio 
puede predicarse que el control que a la jurisdicción corresponde sobre los actos de la 
administración, cuando ésta se expresa en ejercicio de la potestad disciplinaria, debe 
mantenerse al margen de erigirse en un nuevo momento para valorar la prueba, salvo que 
en su decreto y practica se hubiere violado flagrantemente el debido proceso o que la 
apreciación que de esa prueba hace el órgano disciplinario resulte ser totalmente contra 
evidente, es decir, reñida con el sentido común y alejada de toda razonabilidad. Por lo 
mismo, el control judicial del poder correccional (…) no puede ser el reclamo para que se 
haga una nueva lectura de la prueba que pretenda hacer más aguda y de mayor alcance, 
pues es tarea corresponde a las instancias previstas en el C.D.U.  (…) Todo lo anterior 
implica que en sede judicial, el debate discurre en torno a la protección de las garantías 
básicas, cuando quiera que el proceso disciplinario mismo ha fracasado en esa tarea, es 
decir, cuando el trámite impreso a la actividad administrativa resulta intolerable frente a los 
valores constitucionales más preciados, como el debido proceso, el derecho de defensa, la 
competencia del funcionario y de modo singular, si el Decreto y la práctica de las pruebas se 
surtieron atendiendo estrictamente las reglas señaladas en la Constitución y en la ley ”   
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Código Disciplinario, con sus dos instancias, por lo tanto no era viable 
agregar una nueva a través de un medio de control judicial138  (v) Por 
voluntad del Legislador de otorgar actividades especialmente técnicas a la 
administración pública, respecto de las cuales no puede realizarse un control 
judicial integral139 
 
Posteriormente, una vez expedida la Constitución Política en 1991, ese 
control tornado restringido fue ampliando su cobertura, considerando que era 
viable un control con ciertos límites, bajo la teoría como lo llama el Consejo 
de Estado, de una intangibilidad relativa o deferencia especial, previendo, 
que bajo la teoría del juez natural de la Procuraduría General de la Nación, 
con independencia y autonomía, existían límites en la jurisdicción 
contencioso administrativo, que solo conocía de los fallos disciplinarios, 
dentro del marco de protección del derecho de defensa y del debido proceso, 
cuando expuso140:  
                                   
138 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda, 
Subsección B. Sentencia de 12 de mayo del año 2011, Radicación No. 25000-23-25-000-
2002-09487 – 01 (0532-2010). CP. Víctor Hernando Alvarado Ardila. Actor David Turbay 
Turbay en contra de Procuraduría General de la Nación: “Entonces en línea de principio 
puede predicarse que el control que a la jurisdicción corresponde sobre los actos de la 
administración, cuando ésta se expresa en ejercicio de la potestad disciplinaria, debe 
mantenerse al margen de erigirse en un nuevo momento para valorar la prueba, salvo que 
en su decreto y practica se hubiere violado flagrantemente el debido proceso o que la 
apreciación que de esa prueba hace el órgano disciplinario resulte ser totalmente contra 
evidente, es decir, reñida con el sentido común y alejada de toda razonabilidad. Por lo 
mismo, el control judicial del poder correccional (…) no puede ser el reclamo para que se 
haga una nueva lectura de la prueba que pretenda hacer más aguda y de mayor alcance, 
pues es tarea corresponde a las instancias previstas en el C.D.U.  (…) Todo lo anterior 
implica que en sede judicial, el debate discurre en torno a la protección de las garantías 
básicas, cuando quiera que el proceso disciplinario mismo ha fracasado en esa tarea, es 
decir, cuando el trámite impreso a la actividad administrativa resulta intolerable frente a los 
valores constitucionales más preciados, como el debido proceso, el derecho de defensa, la 
competencia del funcionario y de modo singular, si el Decreto y la práctica de las pruebas se 
surtieron atendiendo estrictamente las reglas señaladas en la Constitución y en la ley ”   
139 CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 9 de 
agosto del año 2016, Radicación No. 11001032500020110031600 (1210 -2011). CP.  
William Hernández Gómez. Demandante: Piedad Esneda Córdoba Ruíz en contra de la 
Procuraduría General de la Nación.  
140 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – 
Subsección A, sentencia del 5 de diciembre de 2002, CP. ALBERTO ARANGO MANTILLA, 
Radicación No. 54001-23-31-000-1993-7797-01.  
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Como lo ha dicho la Sala en otras ocasiones, el debido proceso es una 
garantía constitucional instituida en favor de las partes y de los terceros 
interesados en una determinada actuación administrativa o judicial 
(artículo 29). Consiste en que toda persona – natural o jurídica – debe 
juzgarse conforme a las leyes preexistentes al caso que se examina, 
garantizándosele para tal efecto principios como los de publicidad y 
contradicción y el derecho de defensa. 
 
No obstante, lo anterior, como lo ha expresado también la Sala, no toda 
irregularidad dentro del proceso disciplinario genera de por sí nulidades 
de los actos a través de los cuales se aplica a un funcionario una 
sanción disciplinaria, pues lo que interesa en el fondo es que no se haya 
incurrido en fallas de tal entidad que impliquen violación del derecho de 
defensa y del debido proceso. 
 
Hasta ese momento existió una línea de control limitado, que al expresar el 
Dr. GÓMEZ PAVAJEUA, se trató de un control limitado por el respeto por los 
cánones de la hermenéutica reconocida por parte del operador jurídico 
disciplinario141; y recientemente, a raíz de las trascendentales decisiones 
tomadas por la Procuraduría General de la Nación y conocidas por la 
Jurisprudencia Contencioso Administrativa entre otros casos, los de 
Fernando Hoyos, ex ministro, Alonso Salazar Jaramillo, alcalde de Medellín, 
Gustavo Petro Urrego, alcalde mayor de Bogotá, Piedad Esneda Córdoba, 
                                   
141 Cita: Consejo de Estado.  CP. Víctor Hernando Alvarado Ardila – Sala de lo Contencioso 
Administrativo – Sección Segunda – Subsección B -  sentencia de 12 de mayo del año 2011 
– Radicación No. 25000-23-25-000-2002-09487 – 01 (0532-2010) – Actor David Turbay 
Turbay en contra de Procuraduría General de la Nación: De esta manera la posibilidad de 
demandar ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa las providencias que culminan el 
proceso disciplinario, no implica trasladar, de cualquier manera, a la sede contenciosa 
administrativa el mismo debate agotado ante las autoridades disciplinarias. Dicho de otra 
manera, el juicio se abre con la acción de nulidad, no es una simple extensión del proceso 
disciplinario, sino que debe ser algo funcionalmente distinto, si es que el legislador consagró 
el debido proceso disciplinario como el lugar en que debe hacerse la crítica probatoria y el 
debate sobre la interrelación de la normatividad aplicable como soporte de la sanción, 
además del principio de doble instancia, como una de las garantías más importantes para 
ser ejercidas en el interior del proceso. …Bajo esta perspectiva el control de legalidad y 
constitucionalidad de los actos de la administración, que la Constitución ha confiado a la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa, implica una especial cualificación y depuración del 
debate, pues dicho control no puede convertirse en un nuevo examen de la prueba como si 
de una tercera instancia se tratara.  … Decantando que el juzgamiento de los actos de la 
administración, no puede sustituir de cualquier manera el poder preferente de la 
Procuraduría General de la Nación, es menester añadir que ello tampoco implica la 
intangibilidad de los actos de juzgamiento disciplinario, pues ellos están sometidos a la 
jurisdicción”. 
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Senadora; entre otros, ese control limitado se superó arribándose a un 
control judicial integral ilimitado142-143 
 
Entonces, se ha superado la discusión de la naturaleza jurídica de los fallos 
disciplinarios, determinándose sin duda alguna que es administrativa, es 
decir son actos administrativos de carácter particular y concreto que ponen 
fin a una actuación administrativa, que una vez se encuentren en firme, como 
requisito de procedibilidad, pueden ser demandados en ejercicio del medio 
de control de nulidad y restablecimiento del derecho, previsto en el artículo 
138 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, en atención a que se pretende la nulidad del acto por vicios 
de legalidad144 y aún constitucionalidad toda vez que lo que se busca es 
dejar sin efectos una decisión contraria a derecho. 
 
Control judicial que no implica injerencia de la jurisdicción contencioso 
administrativo, en la actuación administrativa disciplinaria, en virtud en 
principio a que la decisión como acto administrativo, adquiere firmeza en 
instancia administrativa, y la jurisdicción lo revisara en su legalidad, que haya 
sido expedido insisto respetuosamente, por autoridad competente, con 
observancia plena de las formas propias del proceso disciplinario, previa 
observancia del derecho de defensa y, mediante una decisión motivada 
                                   
142 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Fundamentos del Derecho Disciplinario Colombiano. 
Bogotá – Universidad Externado de Colombia, 2ª Edición, junio de 2018. 
143 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Elementos y propuestas para el control contencioso 
administrativo de la actividad disciplinaria. Bogotá, Instituto Colombiano de Derecho 
Disciplinario y Ediciones Nueva Jurídica, 2009. Citado por GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos 
Arturo. Fundamentos del Derecho Disciplinario Colombiano. Bogotá. Universidad Externado 
de Colombia, Segunda Edición, junio de 2018. 
144 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo- C.P. Dr. Gerardo Arenas 
Monsalve, Sentencia de 11 de diciembre de 2012, Radicación No. 11001-03-25-000-2005-
00012-00, Demandante: Fernando Londoño Hoyos en contra de la Procuraduría General de 
la Nación, en que considera que el alcance del control de legalidad de los actos 
administrativos de naturaleza disciplinaria, debe partirse de la premisa según la cual el 
control de legalidad del juez administrativo sobre estos actos es pleno, es decir no tiene 
restricciones ni limitaciones de ninguna índole por la naturaleza del acto administrativo que 
se enjuicia, como en general no las tiene sobre ningún acto administrativo. 
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evitando con ello la arbitrariedad de la actuación de los poderes del Estado, 
sin que se pueda considerar como una tercera instancia. 
 
Es así como superada la tesis del control judicial limitado, actualmente solo 
existe una línea jurisprudencial que es el control integral con tutela efectiva 
de los derechos de los disciplinados y, así se puede determinar en varios 
pronunciamientos del Consejo de estado, cuando ha considerado en especial 
en la Sentencia 0277 de 2018145- 146 - 147 -148, que:  
 
“[…] La competencia del juez administrativo es plena, sin “deferencia 
especial” respecto de las decisiones adoptadas por los titulares de la 
acción disciplinaria. 2) La presunción de legalidad del acto administrativo 
sancionatorio es similar a la de cualquier acto administrativo. 3) La 
existencia de un procedimiento disciplinario extensamente regulado por 
la ley, de ningún modo restringe el control judicial. 4) La interpretación 
normativa y la valoración probatoria hecha en sede disciplinaria, es 
controlable judicialmente en el marco que impone la Constitución y la 
ley. 5) Las irregularidades del demandante procesal, serán valoradas por 
el juez de lo contencioso administrativo, bajo el amparo de la 
independencia e imparcialidad que lo caracteriza; 6) El Juez de lo 
contencioso administrativo no sólo es de control de legalidad, sino que 
también garante de los derechos; 7) El control judicial integral involucra 
todos los principios que rigen la acción disciplinaria. 8) El juez de lo 
contencioso administrativo es garante de la tutela judicial efectiva […]” 
 
El control de legalidad integral de los actos disciplinarios, así propuesto, 
conlleva implicaciones para el juez de lo contencioso administrativo, que 
lo habilitan para lo siguiente: 
                                   
145 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A. Sentencia de 25 de enero de 2018, Radicación No. 70001-23-33-000-2013-
00277-01(1498-15). CP. William Hernández Gómez. Actor Ruby del Carmen Acosta Bertel 
contra Superintendencia de Notariado y Registro. 
146 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda. 
Subsección B. Sentencia de 31 de mayo de 2018. Radicación No. 11001-03-25-000-2011-
00096-00 (0326-2011). CP. Cesar Palomino Cortes. Actor José Fernando Viteri – 
Demandada: Procuraduría General de la Nación. 
147 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A. Sentencia de 20 de marzo de 2014, Radicación No. 11001-03-25-000-2012-
00902-00 (2746-2012). CP. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Actor Víctor Virgilio Valle 
Tapia. Demandado Nación, Ministerio de Defensa Nacional. Policía Nacional. 
148 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda, 
Subsección A. Sentencia de 5 de junio de 2014 – Radicación No. 11001-03-25-000- 2011 – 
00362- 00 (1345-11). CP. Alfonso Vargas Rincón Actor: Fredy Antonio Fernández Gallardo 
en contra de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional. 
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- Aunque el principio de legalidad del acto demandado está 
enmarcado en las causales de nulidad invocada en la demanda, 
también es cierto que el juez puede y debe examinar otras conexas 
con derechos fundamentales, con el fin de garantizar la primacía del 
derecho sustancial y optimizar la tutela judicial efectiva. 
 
- Estudiar la legalidad, pertinencia y conducencia de las pruebas que 
sustentan la sanción. Así como verificar la valoración de la prueba, 
lo cual comprende: (i) el análisis acerca del acatamiento al derecho 
de audiencia y de defensa; (ii) el respeto de los principios y reglas 
fijadas por la Constitución y la ley disciplinaria para el recaudo del 
material probatorio y, (iii) se debe comprobar si el acto fue 
debidamente motivado. 
 
- Examinar que la actuación disciplinaria se haya dado estricto 
cumplimiento a todos los principios rectores de la ley que rige la 
materia. 
 
- Que la sanción disciplinaria corresponda a la falta y a la graduación 
que prevé la ley. 
 
- Realizar el análisis de racionabilidad, razonabilidad y / o 
proporcionalidad de la ilicitud sustancial y de ser necesario, valorar 
los argumentos que sustentan la afectación sustancial, así como las 
justificaciones expuestas por el disciplinado (Ssentencia de 25 de 
enero de 2018 – Radicación No. 70001-23-33-000-2013-00277-
01(1498-15). 
 
Y así lo venía considerando la Corte Constitucional, cuando al estudiar la 
constitucionalidad de los artículos 123 y 125 de la ley 734 de 2002, en 
sentencias C – 14 de 2004 y SU 901 de 2001, previó que la función 
disciplinaria cumple una función sancionatoria, emanada del ius puniendi 
estatal, y que se deben respetar derechos fundamentales, cuando 
especialmente en sentencia C – 252 – 2003, expuso: 
 
… 2. Según lo expuesto, entonces, a través del derecho disciplinario, el 
legislador configura faltas por la infracción de los deberes funcionales 
que incumben a los servidores públicos y a los particulares que cumplen 
funciones públicas y establece sanciones teniendo en cuenta la 
gravedad de la falta cometida. Para la imputación de la falta y la 
imposición de la sanción se sigue un procedimiento con estricto respeto 
de los principios de reconocimiento de la dignidad humana, legalidad, 
favorabilidad, ilicitud sustancial, culpabilidad, proporcionalidad, igualdad, 
debido proceso, presunción de inocencia, gratuidad, celeridad y 
ejecutoriedad. De acuerdo con esto, cuando se profiere un fallo 
disciplinario, se emite una decisión que constituye el punto de llegada de 
una actuación judicial o administrativa en la que se deben respetar los 
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fundamentos constitucionales de la imputación disciplinaria y las 
garantías constitucionales y legales de trascendencia procesal. Esa 
decisión constituye, según el caso, cosa juzgada o cosa decidida para lo 
que allí fue objeto de debate.149. 
 
Consideración que es ratificada en Sentencia de Unificación SU – 901 /05, 
cuando al revisar la procedencia de la acción de tutela contra decisiones 
administrativas disciplinarias, expone150: 
 
… De acuerdo con el artículo 86 superior, la acción de tutela procede, como 
mecanismo de protección de los derechos fundamentales, cuando el 
afectado no dispone de otro medio de defensa judicial pues se trata de 
un mecanismo subsidiario de protección y no de uno susceptible de 
remplazar los medios judiciales ordinarios. Con todo, el mismo precepto 
superior consagra un supuesto en el que la acción de tutela procede a 
pesar de la existencia de tales medios judiciales: Hay lugar al amparo 
constitucional de los derechos cuando se interpone como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable, perjuicio que, de acuerdo 
con la jurisprudencia de esta Corporación, solo concurre cuando es 
inminente, grave y de urgente atención (Sentencias T – 225 de 1993, 
M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, y T – 1316, M.P.  Rodrigo Uprimy Yepes, 
entre otras). 
 
… En el caso planteado, la acción de tutela se interpone contra el fallo 
sancionatorio impuesto por la Procuraduría General de la Nación, a 
través de la Procuraduría Primera Delegada para la Contratación Estatal 
y la Sala Disciplinaria, contra el ciudadano José Gabriel Silva Riviere. 
Como se sabe, estas determinaciones de la Procuraduría General, por 
constituir ejercicios de derecho administrativo, son susceptibles de 
cuestionamiento ante la jurisdicción contencioso pues esta es el ámbito 
idóneo para discutir su legalidad o ilegalidad. … 
 
Es claro que, actualmente la jurisdicción contencioso administrativo, es titular 
del control judicial pleno151, sin ninguna restricción frente a una presunta 
                                   
149 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena - sentencia C–14 de 20 de enero de 2004. MP. 
Jaime Córdoba Triviño. Expediente D – 4560 – Demanda de Inconstitucionalidad contra los 
artículos 123 y 125, parciales, de la Ley 734 de 2002. 
150 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia SU – 901/05 de 1º de septiembre de 
2005. MP. Jaime Córdoba Triviño. Expediente T - 905903 – Acción de Tutela Alcalde de 
Popayán José Gabriel Silva Riviere contra la Procuraduría General de la Nación. 
151 Tribunal Administrativo de Nariño, Sala de Decisión Oral. MP. Paulo León España 
Pantoja. Sentencia de Primera Instancia de fecha 21 de julio de 2017 – Radicación: 52-001-
23-33- 000 – 2016- 00145 -00 -Demandante: Luis Aldemar Delgado en contra de la 
Procuraduría General de la Nación, en que al estudiar el fallo disciplinario considera que el 
estudio que realiza el juez administrativo ha de ser pleno y no simplemente formal, trayendo 
como precedente judicial la sentencia del Consejo de Estado, Sección Segunda Subsección 
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deferencia especial de los organismos de control, como competentes de la 
facultad disciplinaria propia del ius puniendi del Estado, cuya decisión se ha 
considerado152 como un acto administrativo especial por su connotación en 
material judicial;  control judicial que integra no solo la revisión del 
cumplimiento de etapas procesales, sino la realización de la interpretación 
normativa y la valoración probatoria hecha en sede administrativa 
disciplinaria, como garante de la tutela efectiva de los derechos 
fundamentales en desarrollo del derecho sustancial, lo que le permite al juez 
realizar un ejercicio hermenéutico bajo los principios de racionabilidad, 
razonabilidad y / o proporcionalidad, frente a los argumentos que sustentan la 
decisión disciplinaria, sin que ello implique que se cercene la construcción de 
una dogmática del derecho disciplinario a partir de la interpretación que los 
operadores disciplinarios realicen sobre la ley. 
 
Entonces, que como lo expone el DIAZ DIEZ153 no existen espacios de 
comportamiento administrativo exentos o inmunes al control de la jurisdicción 
contencioso administrativo, toda vez que su obligación de observar 
plenamente el ordenamiento jurídico lleva consigo su sometimiento al control 
judicial integral.   
 
                                                                                                    
B. M.P. SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, Radicación 11001 – 03 – 25 – 000 – 2012 – 
00681 – 00 (2362 – 2012) de fecha 6 de octubre del 2016.  El Tribunal Administrativo de 
Nariño realiza un análisis de la prueba documental y testimonial obrante en el proceso 
disciplinario, concluyendo que las pruebas que soportan la decisión impugnada existieron 
válidamente en el proceso y eran indicativas de la existencia de la falta disciplinaria, 
expresando que guardan coordinación con la decisión adoptada por la autoridad disciplinaria 
respecto del cargo formulado.  
152 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Fundamentos del Derecho Disciplinario Colombiano. 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia, Segunda Edición, junio de 2018, p. 93. 
153 DIAZ DIEZ, Cristian Andrés. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. El control 
jurisdiccional especializado de la administración pública, dentro del Estado de derecho y la 
democracia – Universidad de Antioquia – Facultad de Derecho y Ciencias Políticas – Librería 
Jurídica Sánchez R. Ltda. – CEDA Centro de Estudios de Derecho Administrativo – Primera 
Edición 2013 – p. 314-315.    
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2.2 LA TESIS SUPERADA: LA IMPOSIBILIDAD DEL JUEZ DE 
CONTROLAR LA VALORACIÓN PROBATORIA 
 
Dentro del anterior contexto, se determina sin dubitación alguna que se ha 
superado la tesis sobre la imposibilidad del juez contencioso administrativo 
de valorar el debate probatorio dado en el curso del proceso disciplinario 
sometido a su conocimiento, en aras de garantizar en general los derechos 
fundamentales del sancionado disciplinariamente y en especial su derecho 
de defensa y contradicción de la prueba allegada por el organismo de control 
en su contra.  
 
Y es así como la Corte Constitucional154 ha sostenido que constituye entre 
otras, garantía de debido proceso administrativo, el ejercicio del derecho de 
defensa, contradicción, a solicitar, aportar y controvertir pruebas155, que por 
su parte el Consejo de Estado156, considera que los actos administrativos 
disciplinarios pueden ser demandados por falsa motivación por error en la 
apreciación y valoración de la prueba, cuando al estudiar el proceso 
disciplinario que se le puso en consideración, realizó un estudio práctico y 
objetivo de la prueba documental, consistente en el pliego de condiciones de 
una licitación pública, aplicando el principio de la sana crítica y, en especial, 
en aplicación de los principios de la lógica de identidad, no contradicción y 
tercero excluido, concluyo que se impidió la libre concurrencia de oferentes; 
                                   
154 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-051 (10 de febrero de 2016. MP. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo. Expedientes T. 5.149.274, T- 5.151.135, T-5151.136 
(Acumulados) 
155 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-1034 de 2006. MP. Humberto Antonio Sierra 
Porto. En igual sentido, las sentencias C-310 de 1997, magistrado ponente: Carlos Gaviria 
Díaz; C-555 de 2001, magistrado ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra; T-1102 de 2005, 
magistrado ponente: Jaime Araujo Rentería; y T-330 de 2007, magistrado ponente: Jaime 
Córdoba Triviño, entre otras. 
156 CONSEJO DE ESTADO. Sala de Lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. 
Subsección B. CP. Carmelo Perdomo Cuéter – sentencia de 13 de agosto de 2018 – Medio 
de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Radicación: 11001-03-25-000-2011-
00482-00 (1915-2011). Demandante: Julio Eduardo Vargas Sarmiento en contra de la 
Procuraduría General de la Nación y el Municipio de Floridablanca. 
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valoración probatoria que se efectúo en atención a que el control judicial es 
pleno.  
 
Considera el Consejo de Estado, que acorde con ello157 los motivos de un 
acto administrativo constituyen uno de sus fundamentos de legalidad, a tal 
punto, que cuando se demuestra que las razones que se expresan en el 
acto, como fuente del mismo, no son reales, no existen o están 
distorsionadas, se presenta un vicio que invalida el acto administrativo, no 
existen o están distorsionadas, se presenta un vicio que invalida el acto 
administrativo, llamado falta motivación y, que  ello, ha explicado158 que el 
vicio de nulidad es el que afecta el elemento causal de la decisión, 
relacionado con los antecedentes de hecho y derecho que facultan su 
expedición y, por lo tanto, el impugnador tiene la carga de demostrar que lo 
expresado en el acto administrativo no corresponde a la realidad. 
Entonces159 ha afirmado que la falsa motivación del acto ocurre cuando: i) se 
presenta inexistencia de fundamentos de hecho o de derecho en la 
manifestación de voluntad de la Administración Pública; ii) los supuestos de 
hechos esgrimidos en el acto son contrarios a la realidad, bien sea por error 
o por razones engañosas o simuladas; iii) porque el autor del acto le ha dado 
a los motivos de hecho o de derecho un alcance que no tienen; y iv) porque 
los motivos que sirven de fundamento al acto no justifique la decisión. 
 
Entonces, si en sede judicial se encuentra una errónea valoración probatoria, 
se demuestra una falta y / o falsa de motivación, toda vez que la realidad 
probatoria es contraria a los hechos a los que hace referencia el acto 
                                   
157 CONSEJO DE ESTADO. Sección primera. Sentencia de 14 de abril de 2016, expediente 
25000232400020080026501, magistrada ponente: María Claudia Rojas Lasso. Cita: Consejo 
de Estado – Sala de Lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección B. CP. 
Carmelo Perdomo Cuéter – sentencia de 13 de agosto de 2018 – Medio de Control Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho – Radicación: 11001-03-25-000-2011-00482-00 (1915-2011) – 
Demandante: Julio Eduardo Vargas Sarmiento en contra de la Procuraduría General de la 
Nación y el Municipio de Floridablanca 
158 Ibíd., Radicación: 11001-03-25-000-2011-00482-00 (1915-2011). 
159 Ibíd., Radicación: 11001-03-25-000-2011-00482-00 (1915-2011) 
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disciplinario demandado, desvirtuándose su legalidad, que se presume, y se 
prueba la causal de nulidad, por falsa motivación, o por la vulneración de los 
derechos fundamentales del disciplinado, tal como lo señaló el Consejo de 
Estado, en sentencia de 18 de marzo de 2010160, en los siguientes términos:  
 
El Juez de la legalidad del acto, debe verificar si la interpretación jurídica 
efectuada por el titular de la acción disciplinaria se enmarco dentro de 
los parámetros hermenéuticos, o si excedió los límites de la activada 
disciplinaria.  
 
Previendo igualmente el Consejo de Estado, en sentencia del 5 de 
septiembre del año 2012161, que corresponde a la Jurisdicción Contencioso 
Administrativo entre otros temas, verificar que la prueba recaudada en el 
proceso disciplinario sometido a su estudio, se haya decretado y practicado 
de conformidad con las garantías constitucionales y legales, y de no ser así 
proceder a su exclusión por violación al debido proceso o a los derechos 
fundamentales del disciplinado.  Consideración que fue precisada en 
sentencia del 26 de marzo del año 2014162 cuando determina que por 
mandato de la Constitución Política y la ley, el control judicial ejercido por la 
jurisdicción contencioso administrativa sobre los actos y procedimientos 
disciplinarios, es un control integral y pleno, que se aplica a la luz de la 
Constitución y del sistema legal como un todo, en los aspectos tanto formales 
como materiales de las actuaciones y decisiones sujetas a revisión, y no se 
encuentra limitado ni por la pretensiones o alegaciones de las partes, en 
virtud del mandato constitucional de prevalencia del derecho sustancial en 
las actuaciones de la administración de justicia (artículo 228 C.P.), aunado a 
la prevalencia normativa absoluta de la Constitución Política en tanto norma 
de normas (art. 4 C.P.) y al postulado de primacía de los derechos 
fundamentales de la persona (art. 5 C.P.), que obliga en forma imperativa a 
                                   
160 Ibíd., Radicación: 11001-03-25-000-2011-00482-00 (1915-2011) 
161 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo, sección segunda, 
subsección A, sentencia del 5 de septiembre de 2012, expediente: 11001 0325000 2010 
00183 00 (1305-2010). MP. Gustavo Eduardo Gómez. 
162 CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena, sección segunda, subsección A, sentencia del 26 
de marzo de 2014, Radicación 263 de 2013. MP. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. 
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la jurisdicción contencioso administrativo a implementar en forma práctica e 
integral el sistema jurídico legal vigente y, es así como en sentencia de 
unificación del 9 de agosto del año 2016163, como se estudia en el presente 
capítulo, en que se cierra un debate de décadas, concluyéndose que el 
control ejercido por la jurisdicción de los contencioso administrativo sobre los 
actos administrativos de naturaleza disciplinaria es de carácter integral, que 
comporta una revisión de la interpretación normativa y la valoración 
probatoria hecha en sede disciplinaria, buscando con ello garantizar los 
derechos del disciplinado y, así se previó por parte del Consejo de Estado, 
cuando expresa que el control judicial contencioso administrativo del acto 
administrativo disciplinario, tiene por finalidad verificar la interpretación 
jurídica efectuada por el titular de la acción disciplinaria se enmarcó dentro 
de los parámetros hermenéuticos, o si excedió los límites de la actividad 
disciplinaria164. 
 
El control judicial integral e ilimitado, ha conllevado a que la jurisdicción 
contencioso administrativo entre a valorar las pruebas decretadas y 
practicadas en el proceso disciplinario,  la decisión frente a las causales de 
exclusión de responsabilidad propuesta por el disciplinado, la debida 
aplicación de los principios y normas rectoras, como igualmente la sanción y 
criterios de su graduación, realizados por la autoridad disciplinaria, y así se 
determina en sentencia de fecha 10 de julio del año 2014, cuando el Consejo 
de Estado, consideró para efectos de declarar la nulidad del acto 
administrativo sometido a su conocimiento:165 
                                   
163 CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 9 de 
agosto del año 2016, Radicación No. 11001032500020110031600 (1210 -2011). CP.  
William Hernández Gómez. Demandante: Piedad Esneda Córdoba Ruíz en contra de la 
Procuraduría General de la Nación. 
164 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo- CP. Dr. Gerardo Arenas 
Monsalve, Sentencia de 11 de diciembre de 2012, Radicación No. 11001-03-25-000-2005-
00012-00, Demandante: Fernando Londoño Hoyos en contra de la Procuraduría General de 
la Nación 
165 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, 
Subsección B. CP. Gerardo Arenas Monsalve – radicación No. 52001-23-31-000-2006-
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Bajo estos supuestos, a juicio de la Sala en la decisión de segunda 
instancia de 14 de noviembre de 2005, la Procuraduría Regional de 
Nariño vulneró los principios de legalidad y favorabilidad del 
demandante, porque la aplicación del artículo 47 de la Ley 136 de 1994, 
con el fin de atribuirle al acto la comisión de la falta gravísima prevista en 
el numeral 17 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002 “actuar a pesar de la 
existencia de causales de incompatibilidad” hacía desfavorable la 
situación del actor, siendo el deber del órgano disciplinario, dar 
prevalencia al principio de favorabilidad, por tratarse de un principio 
rector de la actuación disciplinaria que cobra mayor relevancia en el 
ámbito del derecho sancionador. 
 
Sentencia judicial que confirmo la primera instancia proferida por el Tribunal 
Administrativo de Nariño166, que revisó además del principio de favorabilidad 
el elemento estructurante de la falta disciplinaria, como es la culpabilidad 
cuando considero:  
 
En el caso en estudio no habría existido culpabilidad ni culposa ni 
dolosa, pues el Alcalde recurrió al único medio posible para establecer la 
posibilidad de contratar legalmente no pudiéndose enrostrarle 
negligencia o imprudencia, y menos aún se puede imputarle dolo, pues 
actuó conforme al concepto de persona experta en la materia que le 
manifestó la posibilidad legal de contratar por no existir inhabilidad por 
reforma de la ley.  
 
Pronunciamiento judicial, que también estudia la actuación disciplinaria frente 
al no reconocimiento de una causal de exclusión de responsabilidad, así: 
 
Así las cosas, el acto demando también habría incurrido en nulidad por no 
haber reconocido una causal de exclusión de responsabilidad, 
suficientemente demostrada, violando así el artículo 13 del C.D.U., al castigar 
una conducta exenta de culpa o dolo. 
 
                                                                                                    
00268-01 – 0354, 2009. Demandante: Hermes Sánchez Adrada en contra de la Procuraduría 
General de la Nación. 
166 Tribunal Administrativo de Nariño, MP. Julio Armando Rodríguez Vallejo, Radicación No. 
2006 – 00268 – Sentencia de fecha 28 de noviembre del año 2008. Demandante: HERMES 
SANCHEZ ADRADA en contra de la Procuraduría General de la Nación. Sentencia que, en 
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2.3 EL EJERCICIO HERMENÉUTICO QUE DEBE REALIZAR EL JUEZ DE 
LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 
La jurisdicción contencioso administrativo, en su labor hermenéutica 
materializa el derecho del disciplinado de acceder a la administración de 
justicia, para obtener una resolución pronta, equitativa, eficaz e imparcial en 
la decisión del litigio que se le coloca a su consideración, la cual debe 
compadecerse con el ordenamiento jurídico vigente. 
 
Labor hermenéutica, que se concreta en una estricta argumentación, como lo 
ha previsto el Consejo de Estado, cuando consideró167:  
 
El asunto resulta elemental: allí donde el juez administrativo no esté gobernado 
por reglas, lo más posible es que la actuación se soporte en principios o 
mandatos de optimización168, luego la proporcionalidad y ponderación no 
son metodologías extrañas en la solución de conflictos y en la 
reconducción de la actividad de la jurisdicción contencioso administrativa 
al cumplimiento material de los postulados del Estado social de derecho. 
En todo caso, la proporcionalidad y la ponderación no representan ni la 
limitación, ni el adelgazamiento de los poderes del juez administrativo, 
sino que permiten potenciar la racionalidad y la argumentación como 
sustento de toda decisión judicial169. Cabe, entonces, examinar cómo se 
sujeta la actividad discrecional del juez administrativo a las reglas de la 
ponderación, como expresión más depurada del principio de 
proporcionalidad.”170 
                                                                                                    
el año 2008, ya realizó un análisis integral del proceso disciplinario que se le coloco en 
conocimiento. 
167 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, 
Subsección C. CP. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, en sentencia de fecha 19 de mayo 
del año 2014 – Radicación 11001-03-23-000-2014-00037-00 (50219) – Actor: Víctor Andrés 
Sandoval Peña en contra de Presidencia de la República – Departamento Nacional de 
Planeación – Agencia Nacional de Contratación Pública – Nulidad Simple. 
168 ALEXY, Robert. Deber ideal, en BEADE, Gustavo A.; CLÉRICO, Laura (eds). Desafíos a 
la ponderación. 1ª ed. Universidad Externado de Colombia. Bogotá, 2011, p.14. 
169 STONE SWEET, Alec; MATTHEWS, Jud. Proporcionalidad y constitucionalismo. Un 
enfoque comparativo global. 1a ed. Universidad Externado de Colombia. Bogotá, 2013, 
pp.174 a 177 (Colección Serie de Teoría Jurídica y Filosofía del Derecho, No.64). 
170 SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. El principio de proporcionalidad: Instrumento 
para la reconducción objetiva de la actividad judicial en escenarios de discrecionalidad. 
(próximo a ser publicado). El presente trabajo constituye un desarrollo de la línea de 
investigación en materia de aplicación del principio de proporcionalidad que se inició con los 
estudios que de la materia incorporé en mi tesis doctoral titulada “El contrato de concesión 
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Sentencia que correlativamente a esa obligación hermenéutica exige al juez 
contencioso administrativo, la necesidad de motivar toda providencia, cuando 
cita la siguiente jurisprudencia: 
 
“La Sala considera que la interpretación y la argumentación son 
imprescindibles e inescindibles en la actividad judicial.  
 
En efecto, los jueces están conminados de manera permanente y 
continúa a interpretar las normas, incluso cuando se considera que una 
determinada disposición jurídica es clara y unívoca, pues en estos 
                                                                                                    
de servicios públicos. Coherencia con los postulados del Estado Social y Democrático de 
Derecho en aras de su estructuración en función de los intereses públicos”, dirigida por el 
Catedrático de Derecho Administrativo D. Luciano Parejo Alfonso, presentada y sustentada 
en el Departamento de Derecho Público del Estado de la Universidad Carlos III de Madrid 
(España) el 25 de febrero de 2010, la cual obtuvo la máxima calificación sobresaliente cum 
laude otorgada por el Tribunal respectivo. El artículo aborda de manera resumida el modelo 
metodológico que hemos adoptado para resolver los conflictos a que tiene que enfrentarse 
cualquier autoridad (administrativa, judicial o legislativa), en los casos en los que deba 
adoptar decisiones en escenarios de discrecionalidad. Este planteamiento teórico que utilicé 
para resolver los problemas jurídicos de mi tesis doctoral, lo he venido empleando en 
diferentes trabajos e investigaciones académicas publicados en los últimos tres años y 
relacionados en la siguiente forma: El contrato de concesión de servicios públicos. 
Coherencia con los postulados del Estado Social y Democrático de Derecho en aras de su 
estructuración en función de los intereses públicos. Tesis Doctoral presentada y sustentada 
en el Departamento de Derecho Público del Estado de la Universidad Carlos III de Madrid 
(España), 25 de febrero de 2010, dirigida por el Catedrático Luciano Parejo Alfonso, pp. 
20,22, 29, 58, 67, 74, 78, 81, 240, 366, 369, 416 a 452, 454 a 476, 483, 490 a 498, 503 a 
509, 515, 516, 519, 569, 591, 595 a 599, 606, 610, 612 y 615; Procedimientos 
administrativos y tecnología. 1ª ed. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2011, 
pp.270; “La cláusula constitucional de la responsabilidad del Estado: estructura, régimen y el 
principio de convencionalidad como pilar de su construcción dogmática”, en BREWER-
CARIAS, Allan R.; SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Control de convencionalidad y 
responsabilidad del Estado, 1ª ed, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2013, 
pp.178, 180, 185, 187, 191, 207, 226, 256, 257, 261, 271, 279, 280 a 292, 324 y 330; 
“Aproximaciones a los procedimientos administrativos en la Ley 1480 de 2011. El Estatuto 
del Consumidor y sus relaciones con la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo contencioso administrativo”, en VALDERRAMA ROJAS, Carmen Ligia 
(Dir). Perspectivas del derecho del consumo. 1ª ed. Universidad Externado de Colombia. 
Bogotá. 2013; “Reflexiones en torno a la potestad administrativa sancionadora. El principio 
de proporcionalidad y su vincularidad a esta actividad administrativa”, Ponencia presentada 
en el XII Foro de Derecho Administrativo Latinoamericano, Arequipa (Perú) celebrado entre 
el 28 de octubre y el 1 de noviembre de 2013 (próximo a publicarse en Lima, Perú, y como 
libro en Bogotá por el Departamento de Derecho Minero y Energético de la Universidad 
Externado de Colombia en 2014); “El Contrato de Concesión de Servicios Públicos: Reglas 
para su debida estructuración”, en MATILLA CORREA, Andry; CAVALCANTI, Bruno 
(Coords). Estudios Latinoamericanos sobre concesiones y PPP. Ratio Legis, Madrid, 2013, 
pp.63 a 150 (próximo a publica en México como libro). 
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eventos el Juez, previamente, ha desarrollado un ejercicio hermenéutico 
para arribar a tal conclusión. 
   
Afortunadamente, ya hace mucho tiempo que se superaron las 
concepciones formalistas y deductivistas de la interpretación, 
según las cuales la actividad judicial se limitaba a la simple 
verificación del derecho y a su aplicación automática a unos 
determinados hechos y, en consecuencia, el Juez sería 
simplemente “la boca que pronuncia las palabras de la ley; unos 
seres inanimados que no pueden moderar ni la fuerza, ni el rigor 
de aquella.”171 
 
Pretender que el Juez no desarrolle ningún ejercicio hermenéutico 
ni argumentativo ante una expresión legal (Como por ejemplo la 
incluida en el artículo 152 del C. C. A: “manifiesta infracción de las 
disposiciones invocadas como fundamento de la misma”), sino que 
aplique sin consideración alguna la disposición, es desconocer 
abiertamente la necesaria relación entre interpretación, 
argumentación, actividad judicial y el deber de los jueces de 
motivar sus decisiones, postulado propio de toda sociedad 




Dicha posición jurisprudencial, determina el deber del juez contencioso 
administrativo de necesariamente realizar una actividad interpretativa de la 
ley, para el caso de la ley disciplinaria; actividad de interpretación que se 
refleja en una debida, necesaria y completa motivación de su decisión, la 
cual debe obedecer a una profunda reflexión de las circunstancias fácticas y 
jurídicas que forman parte del medio de control sometido a su conocimiento. 
 
Prevé el Consejo de Estado173, la obligación que impone el sistema jurídico 
(a nivel convencional, constitucional y legal) de que las autoridades públicas 
                                   
171 MONTESQUIEU, Charles Louis de Secondat. Del Espíritu de las leyes. Primera Parte, 
Libro XI, Capitulo 6.  
172 CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, auto de 22 de 
marzo de 2011, CP.: Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Exp. 38924.  
173 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera, 
Subsección C. CP. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, en sentencia de fecha 19 de mayo 
del año 2014 – Radicación 11001-03-23-000-2014-00037-00 (50219) – Actor: Víctor Andrés 
Sandoval Peña en contra de Presidencia de la República – Departamento Nacional de 
Planeación – Agencia Nacional de Contratación Pública – Nulidad Simple. 
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sustenten de manera suficiente las razones por las cuales adopta una 
determinada decisión jurídica, tal como recientemente ha sido expuesto por 
la Subsección C de esta Sección:   
 
“La Sala verifica que el deber de motivar una sentencia judicial deviene 
exigible desde la doble perspectiva convencional y constitucional. Desde 
la primera de éstas, los artículos 8 y 25 de la Convención, relativos a las 
garantías judiciales y la protección judicial permiten establecer los 
lineamientos generales a partir de los cuales se consagra el ejercicio de 
una labor judicial garante de los Derechos Humanos. En el campo 
específico del deber de motivar las decisiones judiciales, la Corte IDH ha 
sostenido que “las decisiones que adopten los órganos internos que 
puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente 
fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias174. La 
motivación es la exteriorización de la justificación razonada que 
permite llegar a una conclusión.”175 (Resaltado propio), justificándose 
esta exigencia de los funcionarios judiciales en el derecho que tienen los 
ciudadanos de ser juzgados “por las razones que el derecho 
suministra”176 además de generar credibilidad de las decisiones 
judiciales en un Estado que se precie de ser democrático.  
 
A su turno, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la falta de 
motivación siquiera mínima de motivación de una decisión judicial lleva a 
decir que ésta “reproduce las simples inclinaciones o prejudicios de 
quien debe resolver un asunto”177, siendo constitutivo de una vía de 
hecho178 y, por otro lado, también ha precisado que en el ejercicio de 
aplicación de las normas jurídicas los jueces pueden apoyarse en los 
precedentes judiciales y en las reglas de validez de la labor 
hermenéutica, respetando la autonomía de la que constitucionalmente 
gozan los jueces179.”180 
                                   
174 Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, párrs. 144, 153 y 164. 
Asimismo, la Corte Europea ha señalado que los jueces deben indicar con suficiente claridad 
las razones a partir de las cuales toman sus decisiones. Cfr. ECHR, Case of Hadjianstassiou 
v. Greece, Judgment of 16 December 1992, para. 23. 
175 Corte Interamericana de Derechos Humanos, sentencia de 21 de noviembre de 2007 
caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador.   
176 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sentencia de 5 de agosto de 2011, Caso 
Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela 
177 Corte Constitucional, sentencia T-607 de 2000.  
178 Considerado posteriormente como una causal específica de procedibilidad de las 
acciones de tutela.  
179 Ha dicho la Corte Constitucional que “aunque la Carta Política reconoce la independencia 
de los jueces, no por ello sus decisiones pueden desligarse de los principios y valores 
constitucionales.  Así las cosas, decisiones anteriores de la Corte identifican entre los 
criterios ordenadores de la función jurisdiccional, derivados de las dimensiones de la 
autonomía judicial, dos fronteras definidas: (i) El respeto al precedente jurisprudencial 
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7.4.2.- En cuanto al deber de motivación de las decisiones que adopten 
las autoridades administrativas se tiene que la jurisprudencia 
constitucional ha resaltado que la configuración de esta exigencia se 
ajusta a la cláusula de Estado de Derecho, el principio del debido 
proceso administrativo, el principio democrático y el de publicidad181; así 
mismo, ha llamado la atención sobre el hecho de que no se trata de 
cualquier tipo de motivación sino que ésta debe satisfacer rigurosos 
requerimientos como es el hecho de mostrar una justificación interna y 
otra externa182, que hagan ver que la decisión además de ser racional 
satisface los postulados de la razonabilidad; en términos del Tribunal 
Constitucional: “deberá basarse en una evaluación que contenga 
razones y argumentos fundados no sólo en reglas de “racionalidad”, sino 
también en reglas de carácter valorativo, pues con la racionalidad se 
busca evitar las conclusiones y posiciones absurdas, y con la 
“razonabilidad” se pretende evitar conclusiones y posiciones que si bien 
pueden parecer lógicas, a la luz de los valores constitucionales no son 
adecuadas.”183 
 
7.4.3.- En este orden de ideas, la labor de interpretar el ordenamiento 
jurídico y justificar la toma de decisiones se concibe como un ejercicio 
complejo consistente en el ofrecimiento de las mejores razones en 
apoyo de una determinada postura jurídica. Así, la interpretación es 
inacabada, evolutiva y constructiva184, (por oposición a aquellas posturas 
                                                                                                    
y (ii) La observancia de las reglas de validez de la labor hermenéutica propia de la decisión 
judicial.” Corte Constitucional, sentencia T-1130 de 2003.  
180 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección 
C. Sentencia de 26 de febrero de 2014, exp. 27345.   
181 Corte Constitucional, Sentencia SU-917 de 2010. Reiterado en T-204 de 2012, entre 
otras. En esta última se indicó: “Derivado de lo anterior, la motivación de los actos 
administrativos proviene del cumplimiento de preceptos constitucionales que garantizan que 
los particulares tengan la posibilidad de contradecir las decisiones de los entes públicos ante 
las vías gubernativa y judicial, evitando de esta forma la configuración de actos de abuso de 
poder. De esta forma, le corresponde a la administración motivar sus actos y a los entes 
judiciales decidir si tal argumentación se ajusta o no al ordenamiento jurídico.” 
182 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-472 (13 de junio de 2011). MP. María Victoria 
Calle Correa.  
183  Ibíd., Sentencia C-472 de 2011.  
184 Este es el punto de vista defendido por R. Dworkin, para quien la interpretación es un 
proceso continuo donde el Juez debe tener en consideración crítica la cadena interpretativa 
que le precede para resolver un asunto, comoquiera que debe tener empeño en hacer 
mejorar progresivamente la práctica jurídica. Sostiene dicho autor: “Cada juez debe verse a 
sí mismo, al sentenciar un nuevo caso, como un eslabón en la compleja cadena de una 
empresa en la que todas aquellas innumerables sentencias, decisiones, estructuras, 
convenciones y prácticas son la historia. Su responsabilidad es continuar esa historia hacia 
el futuro gracias a su labor de hoy. “debe” interpretar lo que ha venido ocurriendo porque 
tiene la responsabilidad de hacer progresar esa empresa que tiene entre manos antes que 
tomar de golpe por su propio camino. De manera que debe establecer, en acuerdo a su 
propio juicio, hasta dónde habían llegado las decisiones previas, cuál era el asunto 
primordial o tema de la práctica hasta ese punto y todo esto tomado como un conjunto 
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que la consideran como una mera aprehensión de un significado previo 
dado por el creador de la disposición).  
 
7.4.4.- Lo anterior encuentra pleno sentido cuando se entiende que los 
jueces y los funcionarios administrativos, quienes tienen poder decisorio, 
tienen la obligación jurídica y política de erradicar la arbitrariedad en la 
toma de decisiones185; razón por la cual ellos y, en general, todos los 
partícipes de la práctica jurídica tienen la obligación de fundamentar de 
manera racional y razonable las posturas que defienden; más aún 
cuando, en la mayoría de los casos, es claro que la adopción de una 
decisión jurídica no se sigue lógicamente a partir de un ejercicio de 
subsunción de una norma jurídica en un caso concreto186.  
 
Por tal razón el juez contencioso administrativo, en ejercicio de esa facultad 
de realizar un control integral de los actos administrativos disciplinarios, como 
garante de los derechos constitucionales fundamentales, debe realizar una 
actuación argumentativa y fundamentada  que se refleje en la motivación de 
sus decisiones, toda vez que a través de ella se exterioriza la justificación 
razonada de las mismas, para con ello igualmente evitar la arbitrariedad en la 
toma de sus decisiones187 , y así lo exige el Código de Procedimiento 
                                                                                                    
integral.”. DWORKIN, Ronald. “Cómo el derecho se parece a la literatura” En: RODRÍGUEZ, 
Cesar (Ed.) La decisión judicial: El debate Hart-Dworkin, Bogotá, Editorial Siglo del Hombre, 
1997, p. 167.  
185 “En resumen, en una sociedad moderna la certeza jurídica cubre dos elementos 
diferentes (a) en el razonamiento jurídico ha de evitarse la arbitrariedad (principio del Estado 
de Derecho) y (b) la decisión misma, el resultado final, debe ser apropiado. De acuerdo con 
el punto (b), las decisiones jurídicas deben estar de acuerdo no solo con el Derecho (formal), 
sino que también tienen que satisfacer criterios de certeza axiológica (moral). (…) El proceso 
de razonamiento debe ser racional y sus resultados deben satisfacer las demandas de 
justicia. Además, si una decisión no es aceptable tampoco puede ser legítima – en el sentido 
amplio de la palabra.”. AARNIO, Aulis. P. 26. La tesis de la única respuesta correcta y el 
principio regulativo del razonamiento jurídico. En: Revista Doxa, No. 8 (1990), p. 23-38, 
especialmente 26.   
186 Son acertadas las palabras de Larenz quien afirmó que “ya nadie puede… afirmar en 
serio que la aplicación de las normas jurídicas no es sino una subsunción lógica bajo 
premisas mayores formadas abstractamente”. ALEXY, Robert. Op. Cit, p. 23. De esta 
postura es partícipe Nino quien afirmó que “la tarea de precisar los textos vagos o ambiguos, 
eliminar las lagunas y las contradicciones, determinar los precedentes relevantes, etc., por lo 
común no está guiada por reglas precisas de segundo nivel y, cuando lo está, (…) no es 
infrecuente que se tropiece con reglas competitivas que aportan soluciones divergentes.”. 
NINO, Carlos Santiago. Op. Cit, p. 293.    
187 “En resumen, en una sociedad moderna la certeza jurídica cubre dos elementos 
diferentes (a) en el razonamiento jurídico ha de evitarse la arbitrariedad (principio del Estado 
de Derecho) y (b) la decisión misma, el resultado final, debe ser apropiado. De acuerdo con 
el punto (b), las decisiones jurídicas deben estar de acuerdo no solo con el Derecho (formal), 
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Administrativo y Contencioso Administrativo, en su artículo 187, cuando 
establece que la sentencia tiene que ser motivada, previendo que en ella se 
debe hacer un análisis crítico de las pruebas y de los razonamientos legales, 
de equidad y doctrinarios estrictamente necesarios para fundamentar las 
conclusiones, exponiéndolos con brevedad y precisión, y citando los textos 
legales que se aplique; situación jurídica que como se ha expuesto en el 
curso del presente trabajo, deviene igualmente del artículo 228 de la 
Constitución Política, que prevé el principio de debido proceso y publicidad 
de las actuaciones de la rama judicial. 
 
Efectivamente la jurisdicción contencioso administrativo, realiza ese ejercicio 
hermenéutico al realizar un análisis de la existencia de la conducta 
disciplinaria típica endilgada, su ilicitud sustancial, la existencia de 
culpabilidad, de la valoración e interpretación probatoria observada en el 
proceso disciplinario, como el respeto de los principios y normas rectoras del 
régimen disciplinario y, en especial la protección de los derechos 
fundamentales; y así se determina en la sentencia proferida en 2018 del 
Consejo de Estado, cuando consideró188: 
 
Por lo demás, respecto de la existencia de prueba para sancionar, más 
allá de las relacionadas en el capítulo de los hechos de esta providencia, 
verifica la Sala que en los actos administrativos cuestionados el órgano 
disciplinario hizo un análisis general e integral de las piezas procesales y 
de las pruebas recaudadas, así como explicó y justificó ampliamente su 
decisión, y el hecho de que la actora esté en desacuerdo con tal 
razonamiento, no implica que haya incurrido en expedición irregular, o 
violación de los derechos de contradicción, defensa y debido proceso, 
                                                                                                    
sino que también tienen que satisfacer criterios de certeza axiológica (moral). (…) El proceso 
de razonamiento debe ser racional y sus resultados deben satisfacer las demandas de 
justicia. Además, si una decisión no es aceptable tampoco puede ser legítima – en el sentido 
amplio de la palabra.”. AARNIO, Aulis. P. 26. La tesis de la única respuesta correcta y el 
principio regulativo del razonamiento jurídico. En: Revista Doxa, No. 8 (1990), p. 23-38, 
especialmente 26.   
188 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – 
Subsección B – CP. Carmelo Perdomo Cuéter – Sentencia de 22 de octubre de 2018. Actor: 
Mónica Yaneth Bolaños Pérez en contra de la Procuraduría General de la Nación. 
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que no existieran elementos probatorios suficientes para sancionar o 
ausencia de valoración en conjunto de los mismos. 
 
Todo lo anterior muestra que la conducta imputada a la demandante 
tuvo ocurrencia, que constituyó incumplimiento del deber funcional 
imputado en el pliego de cargos y que corresponde a la descripción 
típica de carácter grave y culposa que se le citó en la misma acusación. 
En fin, el intento de la demandante por demostrar su inocencia resultó 
inferior a la contundencia de las pruebas que evidencian lo contrario. En 
consideración a lo expuesto, la Sala declara no probados los cargos de 
atipicidad de la conducta y de falta de prueba para sancionar. 
 
Sin más consideraciones y bajo una sana hermenéutica jurídica, la Sala 
arriba a la convicción de que los actos administrativos demandados 
fueron expedidos con sujeción al orden jurídico vigente, sin falsa 
motivación, por lo tanto, se revocará la sentencia apelada, que accedió a 
las súplicas de la demanda y condenó en costas a la entidad, y en su 






La autoridad en ejercicio de la función pública disciplinaria debe actuar con 
rectitud y probidad, reflejando una debida, necesaria y completa motivación 
en sus decisiones, que deben obedecer a una profunda reflexión de las 
circunstancias fácticas y jurídicas que forman parte de la actuación sometida 
a su conocimiento. Siendo entonces, una labor delicada, que además de 
garantizar los fines sociales del Estado, debe proteger los derechos 
fundamentales de los disciplinados, respondiendo a la confianza de la 
comunidad, teniendo en cuenta que los criterios para medir la conducta de 
los servidores públicos deben ser más exigentes. Motivación que permita al 
juez contencioso administrativo, en ejercicio de esa facultad de realizar un 
control integral de los actos administrativos disciplinarios, ser garante de los 
derechos constitucionales fundamentales de los disciplinados; realizando a 
su vez una actuación judicial argumentativa y fundamentada, evitando la 
arbitrariedad y abuso de los poderes públicos. 
 
Constituyendo entonces los motivos del acto administrativo disciplinario, uno 
de los fundamentos de su legalidad, de tal manera que si las razones que se 
expresan en el mismo, como fuente, no corresponden a la realidad procesal, 
existen u obedecen a criterios de religión, sexo e ideología política, etc., se 
presenta un vicio que invalida el acto administrativo, perneándolo de nulidad, 
toda vez que afecta el elemento causal, relacionado con los antecedentes de 
hecho y de derecho que facultan su expedición, es decir se impone a la 
autoridades públicas que sustenten de manera suficiente las razones por las 
cuales adopta una determinada decisión jurídica. 
 
Concluyendo que la potestad disciplinaria como garante del recto ejercicio de 
la función pública, debe ejercerse en el marco de los principios previstos en 
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el artículo 209 de la Constitución Política, que previo el cumplimiento de un 
debido proceso, permita imponer sanciones proporcionales a los procederes 
que contraríen los principios, fines y funciones del Estado, garantizando la 
seguridad jurídica de las decisiones disciplinarias, evitando la arbitrariedad y 
asegurando que la autoridad disciplinaria realice una estricta hermenéutica 
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